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			A mi hijo Alberto. 
No dejes de aprender y de escuchar a tu conciencia.

		

		

			«A cambio del silencio del mundo, el aparente bienestar de una humanidad amaestrada».

			«El acercamiento a la realidad de la vida es el paso más importante para lograr un gobierno digno. El reconocimiento de las fuerzas sociales, de los grupos humanos en su peregrinaje en medio de la diversidad más acuciante. Reconocer la identidad de unos y de otros y su protagonismo político en la construcción de los gobiernos constituye un salto adelante en la formación de un poder que no tiene cuerpo ni tiene rostro ni se le puede ver siquiera, pero tiene alma y tiene vida».

			«Por todo ello yo proclamo un gobierno de los hombres y mujeres y no un gobierno de partidos; yo proclamo un gobierno de los grupos humanos y no un gobierno de representación simplemente por medio de una democracia desvirtuada y carente de credibilidad. El verdadero gobierno queda entre todos nosotros y recae sobre nuestras espaldas. El verdadero gobierno es el compromiso de todos y se materializa por medio de la participación y la protesta».

			«Por eso, que la libertad de uno es el mayor bien y su abuso es el mayor mal para el mayor número de sujetos libres».

		

	
		
			Preliminar

			El texto de este tratado es una obra de juventud. Ahora, bastantes años después, se ha desempolvado para su conocimiento público. Solo he pulido algunos términos y categorías de significado que en su momento parecían indefinidos, obsoletos o incompletos.

			Pese a su elaboración hacia principios de los noventa del siglo xx, sigue teniendo hoy en día un trasfondo de utopía y trasgresión.

			Trataré de respetar en la medida de lo posible la integridad y textualidad del manuscrito original; con nuevas aportaciones y reflexiones que he ido madurando a lo largo de estos años. Quizá incluso me atrevo a decir que el valor teórico de mis apreciaciones aún está por descubrirse en la política aplicada y que su realización requiere de un estadio avanzado de democracia, en donde las viejas estructuras de poder decaerán con el tiempo, dando paso a modelos evolucionados de democracia cívica proactiva, que concitará un espasmódico tránsito hacia un nuevo orden político.

		

	
		
			Presentación

			El enfoque central sobre el que gira este ensayo es de carácter principalmente politológico, con un giro personal hacia la filosofía política. Mas, a decir verdad, ya no se trata de algo que pueda considerarse como materia de estudio, aparte del resto de disciplinas de las ciencias sociales, sino que debe enlazarse con otras materias, porque solo de esa forma podemos llegar a tener una comprensión global y no solamente una idea limitada de la realidad. Por eso, he estimado oportuno tener en cuenta otros criterios de observación teórica, que han de adquirir la importancia necesaria para poder profundizar en el análisis de los temas que hay que tratar.

			Hoy en día ya no podemos considerar la comprensión de la realidad social desde un único punto de vista, sino que hemos de atender a otras perspectivas teoréticas que de la misma manera son importantes. Para ello, hemos de tener una conciencia integradora que nos permita entender la cuestión en sí misma. También poseer, sobre todo, un entendimiento de conjunto; partir de diferentes campos de visión mediante los cuales se nos permite dirigir nuestra atención no solo hacia un solo objeto de análisis, que nos haga creer en una única versión de las cosas, sino que hemos de intentar llegar a adentrarnos en otros ámbitos de conocimiento para que de esa manera no caigamos en el error.

			A tal fin hemos de tener presente, ante todo y en primer lugar, el objeto preciso de nuestro campo de observancia, saber ciertamente cuál es el planteamiento del discurso, lo que queremos aprehender. Después necesitamos ampararnos en el estudio y la investigación; mas para ello no tenemos que contemplar de manera primordial una sola disciplina mientras eso sea posible, sino que es nuestra misión pretender hallar otras fuentes de conocimiento que nos permitan concebir en toda su amplitud la realidad de los fenómenos humanos.

			Alberto Cardaba Pérez
Julio de 1992

		

	
		
			Introducción1

			La historia de la filosofía política es la historia de las relaciones de poder y de las dinámicas de dominación que ha habido en todas las culturas y civilizaciones2. Ni siquiera hoy día podemos eludir este axioma, pese al ‘propagandismo’ doctrinario de un sistema democrático figurado que, basándose en un ‘pluralismo’ invisible, pretende hacernos creer que ya no existe la coerción política y que el sufragio universal es la panacea de la libertad de participación en lo ‘público’.

			No debemos olvidar que los actuales mecanismos y procesos de elección de representantes para los órganos legislativos de los territorios con autonomía política son los mismos de hace casi doscientos años. Lo cual resulta absolutamente anacrónico si lo comparamos con la revolución neotecnológica, los cambios sociales que han supuesto la fractura de viejos paradigmas de organización familiar y colectiva, los nuevos movimientos ciudadanos de acción cívica, la interconexión global, y los incipientes modelos de producción y nuevos servicios de la sociedad posdigital.

			El mantenimiento de obsoletas y seculares estructuras y formaciones de acción política con una gestión pública deficiente que tiende al despilfarro, frente a la posibilidad de implementar positivamente instrumentos de participación ciudadana y democracia directa, no solo con carácter consultivo, sino también con facultades decisorias, no obedece sino al hecho de hacer perdurar el sistema de dominación y control social, para beneficio y gloria de la clase dirigente. Nada ha cambiado desde tiempos ancestrales. Ya desde los antiguos imperios se ha conformado un modelo único de ordenación política. Siempre ha sido un sistema dual de organización político-social (gobernantes/gobernados), excluyendo siempre a los ‘productores-consumidores’ de lo que yo llamo la ‘razón política’.

			Pero resulta que en los tiempos modernos, más que en ningún otro periodo de la humanidad, se emplea por parte de los mandatarios y sus acólitos, dígase empresas afines, organizaciones dependientes o grandes emporios de la comunicación y el entretenimiento, los simbolismos legales, la retórica política, la información preconfigurada y el lenguaje programático para encandilamiento de la población y el control social. Y esto se hace ya desde la escuela. Produciéndose un intervencionismo institucional tanto en los medios de comunicación como en todos los ámbitos educativos para dicho fin. Y ese es precisamente el modus operandi de los que nos gobiernan. Todo ello para conseguir una sociedad pasiva, controlada, ensimismada, conformista, inmóvil y reticente a salir de la rutina cotidiana y consumiendo estériles y anodinos, frívolos e insultantes programas de entretenimiento televisivo y contenidos digitales de igual textura, mientras la vida pasa... y se acaba.

			Claro que ¿cuáles son las opciones para transformar el ‘modélico’ sistema de democracia representativa para la acción de gobierno si no hay otro? Así de cierto resulta. Mas cualquier medida de revitalización de la democracia ‘común’ deviene pueril, pues no hay ‘habilitación’ legal más allá que el asociacionismo cívico y poco más, para solo intervenir si acaso como mera pulsión ciudadana o forma de presión inofensiva para condicionar las políticas públicas. ¡Qué ingenuidad la nuestra! Para luego llegar a decir los dignatarios que, si los ciudadanos eligen asignar una parte de los presupuestos públicos a remodelar un parque o construir un emplazamiento de juegos infantiles ya se puede decir que la participación ciudadana como fórmula novedosa de democracia directa supone la intervención firme y total de los ciudadanos en la política local en toda su dimensión. Ilusoria creencia.

			Lo que no saben siquiera nuestros petulantes políticos de turno es que ni harían falta. Hoy en día existen complejos y adaptados programas informáticos de combinación algorítmica que permiten, incorporando las variables y los datos adecuados, determinar, frente a las necesidades propuestas, la fórmula más idónea y eficaz de gestión pública y la dotación de las infraestructuras precisas frente a las contingencias y eventualidades de una población dada. Claro que esta forma de ‘acción pública’, tan técnica y sin apasionamiento, que optimiza los recursos y dota de eficiencia los servicios públicos, no viene siendo objeto de publicidad y estudio ya que socavaría los intereses creados de los grupos dominantes y de todo su entramado estructural de control y sometimiento, además de que amenazaría su estatus social y su poder económico.

			En cuanto a la idea general de esta (primera) parte de la Genealogía de la razón política, he de decir que su redacción ha abarcado algo más de treinta años. Con tiempos de ‘descanso’ forzoso. ¿Por qué? Por dos motivos básicos. El primero y primordial, porque al tratarse en sus inicios de una obra de juventud, ha requerido por mi parte paralizar el trabajo para adquirir conocimientos más sólidos y ‘solventes’ y el transcurso de una experiencia vital con la que asimilar el funcionamiento de las instituciones y organismos públicos y no públicos. De ese modo, también desde lo personal, a través de un ‘interaccionismo’ social permanente, comprobar las fuentes de dominación humana y las raíces de las estructuras de poder y su mimetismo adaptativo a los cambios sociales. Y el segundo motivo, porque llegó un momento de crisis interior y dilemas intelectuales. Lo que (de)generó en un conflicto de conceptos, principios y teorías, todo en un desorden de pensamiento, lo que trajo como consecuencia un tiempo de reflexión, madurez y ‘depuración’ interna, tanto mental como espiritual.

			El contenido de esta primera parte nos lleva a hacernos muchas preguntas sobre cómo funciona el mundo (la organización política y social de las comunidades humanas, mejor dicho). Y la respuesta es una sola: se mantienen las mismas fuerzas de dominación, pero se transmutan las formas a través del lenguaje simbólico-estructuralista que anega todos los órdenes de la vida social. Pero con la particularidad y de ahí la diferencia con otros periodos de la historia, de que los sujetos y grupos ahora no son conscientes de la opresión, del control y del dominio que ciertos agentes de poder ejercen sobre todos los ámbitos de su existencia e incluso sobre su propio destino3. Se trata de un nuevo modelo mundial de esclavitud.

			Es interesante el apartado correspondiente a la teoría de las esferas de poder. Se trata de una aproximación a los diferentes modelos de afectación de derechos o condicionamiento exógeno que ciertas fuerzas de dominación ejercen sobre el resto de los individuos y grupos y las consecuencias que se producen en la sociedad ante dicho fenómeno. En síntesis, se argumenta que en todo entramado social o relación humana explícita —tanto desde lo micro (relaciones de pareja, familiares, de amistad, laboral, vecinal, grupal...) como desde lo macro (interacción institucional: en el orden educativo, Administración pública, Gobiernos, comunidad local...; interacción corporativa: medios de comunicación, organizaciones empresariales, grupos de presión...)— siempre se producen relaciones de poder y dominación en los que una de las partes queda sometida o subyugada ante la voluntad preponderante y eminente de la otra, afectando a su conducta. Y que esta situación en la interacción social es intrínseca a la propia naturaleza humana: el propio afán de dominación se corresponde así con una necesidad genética de supervivencia y de conquista.

			En definitiva, que en esta primera parte de la Genealogía de la razón política se hace primero una visión general de la esencia ‘totalizante’ del sistema de democracia representativa como modelo de alienación de la conciencia individual y colectiva. Para decir luego que no existen opciones de participación política fuera del ‘oficialismo’ de los partidos políticos y el régimen neocapitalista que viene a sustentar toda la arquitectura de la ordenación modélica de la vida social. Así se ponen de manifiesto las fisuras estructurales y de procedimiento de la acción de gobierno y de organización política, que no son sino reminiscencias de un secularismo decimonónico, cuyo único propósito (al no ser invalidado por el nuevo paradigma del modelo de gobierno abierto basado en la participación ciudadana y asociativa)4 es el de hacer sostener las prerrogativas y privilegios de ciertas élites y de beneficiarios circundantes afines, que violentan en su desvarío de codiciosos ególatras el interés colectivo y el bien común. Términos estos (como gobierno abierto, democracia líquida, participación ciudadana, etc.) que, aun abstractos en su significación popular, se concretan en definidas acciones públicas basadas en la concertación cívica y la participación general, haciendo de la ‘razón política’ un acto de implicación ciudadana.

			En conclusión, puede decirse que en los tiempos actuales asistimos a un ocultamiento deliberado de otras formas de ‘expresión’ política. Y no podemos dejar de reconocer la presencia de otra democracia. La que precisamente se define a sí misma como tal en toda su naturaleza: «el poder de la ciudadanía para la dirección y gestión de los asuntos públicos de manera directa... sin intermediarios ni figurantes de corbata».

			Mas qué sucede en verdad: que los titulares del poder político de turno (no importa la dimensión del ámbito territorial de influencia) emplean a los medios de comunicación de masas para el ‘entretenimiento pasivo’, tal cual suena, de la población mundial. Esto es, la industria audiovisual y de grandes plataformas digitales (que, dicho sea de paso, pertenecen a las grandes corporaciones capitalistas alineadas con el modelo ideológico unidimensional de la tecnocracia oligárquica partidista, cuya finalidad última es el control social y la obediencia cívica incondicional) genera programas de máxima audiencia televisiva, radiofónica y de ‘enganche’ digitalizado cuyo contenido provoca distracción y encantamiento para de ese modo encubrir, soterrar o acallar ‘otras’ expresividades surgidas de las dinámicas sociales, hacia la consecución de un empoderamiento político definitivo y pleno. Y esos ‘programas’ y contenidos de difusión masiva, ulcerados de banalidad, vulgaridad y ordinariez, a lo que nos llevan es a la pasividad, a la inacción, la indiferencia, a la ignorancia, la simpleza, la incultura, la despreocupación, la apatía, el desarraigo, la ociosidad, a la insensibilidad, al individualismo, a la indolencia y a la frialdad... Es decir, a adoptar una actitud que a su vez conmina perfectamente con el consumismo, el atomismo social, el materialismo, la codicia, el aislacionismo personal... o, lo que es lo mismo, un dirigismo conductual propio del sistema neocapitalista de control colectivo y dominio global. Haciendo de las personas meros productores y ávidos consumidores, para incrementar las cuentas de beneficios de las megacompañías, con el resultado final de un pensamiento individual y grupal acrítico y conformista.

			Es absolutamente intolerable que los Gobiernos que dicen llamarse democráticos y pluralistas, que abogan por la libertad de expresión, en verdad se convierten en maquinarias de censura y totalitarismo informativo, proporcionando a la población, sumisa y servil, nada más que entretenimiento trivializado y una programación televisiva —sin olvidar ahora ciertas plataformas digitales y otros ‘canales’ de comunicación en redes sociales5— que provoca el vaciamiento intencionado de la conciencia colectiva, generando una sociedad de mansedumbre y anulando al individuo. El hecho de que todo conato de revolución social, motivada por la inmunidad de los corruptos, la ineficiencia en la gestión pública, el despilfarro del gasto público y el distanciamiento de los cargos electos, en aras a conseguir más participación ciudadana y transparencia en los procesos de gobernabilidad (precisamente para evitar esas consecuencias indeseables), no sea noticia en los medios demuestra una vez más la deliberada manipulación, en este caso, el ocultamiento informativo de la aparición de toda fuerza cívica que aspira a intervenir y corresponsabilizarse en la génesis de las políticas públicas; pues, en definitiva, es la única alternativa fiable (y viable) para los poderes públicos, para evitar de ese modo el resentimiento e indignación de las masas. Así como, en definitiva, el colapso de los sistemas complejos de gobernabilidad.

			******

			

			
				
						1	La presente introducción, habida cuenta del tiempo transcurrido desde el texto original y en la época en que se escribió, ha sido actualizada al momento presente para evitar su obsolescencia histórica.


						2	El poder es «(...) la probabilidad que tiene un hombre o una agrupación de hombres, de imponer su propia voluntad en un actuar en comunidad, inclusive contra la oposición de los demás miembros» (Weber, 2014: 1133).


						3	«El poder existe en todos los ámbitos de la vida y no hay nadie que esté fuera de su alcance. Al respecto, la trama de la vida social está tejida por relaciones asimétricas y conflictos que no siempre son visibles». ‘Se oculta hasta qué punto el ejercicio del poder (que) depende de un condicionamiento social camuflado’. Bruno Lutz (Revista de Política y Cultura, primavera de 2012, número 36, pp. 323-329, artículo en el que reseña el libro La pasión del poder. Teoría y práctica de la dominación, de José Antonio Marina. Barcelona, Anagrama, Colección Argumentos, 2008).


						4	Una definición interesante de gobierno abierto y todo lo que ello deriva, la podemos obtener del artículo publicado en la revista Eunomía. Revista en Cultura de la Legalidad, núm. 8, marzo-agosto de 2015, pp. 37-53, de César Nicandro Cruz-Rubio, titulado Qué es (y qué no es) gobierno abierto? Una discusión conceptual, en su pág. 47. cuando dice: «Un gobierno abierto es aquel que permite la participación de la ciudadanía y de los actores políticos afectados o interesados en los asuntos públicos. Se trata en definitiva de abrir la participación para la toma de decisiones y el empoderamiento sobre las políticas públicas. Por ello, este elemento participativo no se centra exclusivamente en decidir sobre las políticas públicas, sino que en esencia cubre en su totalidad el ciclo de las políticas públicas en un amplio espectro de implicación y en donde participar también significa hacerlo durante las fases de seguimiento, implementación y evaluación”.


						5	Debemos tener en cuenta, por una parte, a la población de cierta edad que no se interesa o que no accede, debido a la ‘brecha’ digital que aún persiste, a los contenidos y temáticas digitales que se difunden por diferentes plataformas, aplicaciones, programas y canales que pululan por internet, a quienes la televisión y las fuentes radiofónicas les sirven de apaciguamiento. Y, por otro, la creación o el surgimiento de ‘esas’ otras fuentes de comunicación, nacidas en nuestra era digital, que hacen la misma labor, sino más incluso, que las fuentes tradicionales de transferencia de información (con imagen y sonido) ya que la población usuaria (de una generación más joven) es más proclive a ese encandilamiento sosegador o más sensible si cabe a ser controlada. Mas hemos de enfatizar la paradoja de que existen múltiples agentes digitales oferentes de contenidos, tanto en YouTube, Twitch, Instagram, Facebook... y tantos otros canales que se crearán y que ahora desconocemos y eso puede pensarse que ha de suponer una democratización enfática de la comunicación humana. Pero, ciertamente, todos ellos producen el mismo efecto de obnubilación mental.


				

			

		

	
		
			A veces, cuando tienes una idea, te dicen que estás equivocado. Pero, en verdad, una idea es como un niño que crece hasta hacerse adulto, porque una idea no tiene un momento, una idea se forma poco a poco en el tiempo; y va adquiriendo forma hasta hacerse verdad entre los hombres.

		

	
		
			Hacia una nueva forma de entender la idea de democracia. Una visión alternativa de poder para un gobierno cívico

			Encuentro evidentes disfunciones en los actuales sistemas democráticos de gobierno, a través de las cuales se observa una subyacente inconsistencia en el principio de democracia representativa, que caracteriza la política en la tradición demoliberal de la sociedad industrial6.

			Es indiscutible que hoy día el sistema de partidos parece ser el único viable en un Estado de derecho y que puede atender en cierta medida a las exigencias de una organización social compleja. Mas yo me atrevo a proponer una alternativa de modelo de gobernabilidad y un nuevo planteamiento teórico de revisión de las estructuras de poder.

			Para ello, he intentado encontrar esas fracturas por las que parece resquebrajarse el armazón ideológico y filosófico de la ortodoxia del liberalismo clásico; germen de la concepción ilustrada de la representación política. No se trata simplemente de expresar una situación, sino de hacer ver los motivos que han dado lugar a la misma. Y no solo eso, sino incluso proponer otras medidas, igualmente válidas, que puedan ser factibles y, sobre todo, admisibles en un futuro no muy lejano.

			La temporalidad del mandato

			Así, entiendo que en el momento presente el papel jugado por los partidos políticos es trascendental. Más aún si se tiene en cuenta que a través de ellos viene a representarse formalmente la voluntad política de la mayoría de la población; y por medio de ellos, también puede establecerse la forma de actuación de cada nuevo Gobierno. Actuación temporal hasta el momento en el cual surge un nuevo partido o coalición de partidos que asume las riendas del poder tras la terminación legal del mandato. Momento en el que mediante el mecanismo electoral se configura su legitimidad, concedida por los miembros de una sociedad que se cree representada.

			Pero la cuestión aquí, entre otras consideraciones, como luego veremos, viene a ser el criterio de temporalidad de la dirección política. Elemento característico del sistema.

			La consecuencia no es otra sino el surgimiento de ciertas deficiencias en la tarea de gobernar. Sobre todo, si asumimos esa temporalidad como una recesión en el desarrollo histórico de la construcción política de una comunidad.

			La existencia de partidos supone per se la rivalidad en la disputa del poder y por eso precisamente no se produce la consecuencia de un buen Gobierno, que sea honesto y leal a la noble encomienda de ordenación cívica y redistribución de los recursos, sino que, contrariamente, los objetivos de gobernabilidad son meramente partidistas y de sustentación de las oligarquías; sobre todo si tenemos en cuenta el carácter de temporalidad, que condiciona el cariz de la acción de gobierno, con fijación hacia pretensiones de patrimonialización de la potestas para beneficio propio durante el breve tiempo de cada legislatura.

			Este último criterio —de la temporalidad— no favorece para nada la continuidad en la gestión política de las comunidades y territorios. Ese mismo enfrentamiento y la perversa dialéctica entre partidos y coaliciones provocan invariablemente la existencia de una evidente inseguridad y fútil insustancialidad de toda acción de gobierno. La pugna por el poder, en esa irrefrenable contienda propia de la política de adversarios, va a suponer la agitación imprevisible de un Gobierno legitimado en los comicios. Mas la preocupación real de aquellos que gestionan la política de las comunidades y territorios ya no es tanto la procura del mantenimiento de un orden justo y la estabilidad social, sino evitar tener que ceder su legitimación para gobernar.

			Esta es la situación real en un sistema de partidos. Más adelante veremos que a través del uso subliminal del lenguaje y de la simbología formalista es fácilmente posible crear la apariencia de pluralismo político y democracia activa, con lo que se genera un conformismo generalizado —mansedumbre— frente a las estructuras de poder político, garantizando en cierta forma la contención de una sociedad civil replicante.

			La temporalidad en las tareas de gobierno es uno de los elementos del sistema que contribuyen al desprestigio y la desconfianza por parte de la población hacia sus representantes, aun cuando no resulte de la apreciación colectiva. Dicha circunstancia, paradójicamente, podría tratarse de un axioma fundamental para creer en la lealtad del mandatario y en la realización honesta de la función de gobierno; toda vez que un lapso temporal limitado para el ejercicio de un cargo público ha de conllevar, supuestamente, la asunción responsable de la encomienda, habida cuenta de que la temporalidad no ha de permitir conductas desviadas o de acumulación de poder precisamente por el carácter breve del cometido. Pero es exactamente lo contrario. Pues la ostentación del cargo, por su condición efímera, impulsa más la ambición y el aprovechamiento del estatus político.

			Y la consecuencia inevitable es que en nombre de la democracia representativa se cede en eficiencia, eficacia y sentido del servicio7; lo que podría conseguirse posiblemente con la continuidad de la acción pública. La temporalidad es un componente pernicioso del sistema liberal de partidos, pues la focalización de la estrategia partidista es hacia su propia sustentación primero, como unidad de poder, y para enaltecimiento de las oligarquías después, asegurando redes de influencias para su sostenimiento. Lo que se traduce en una desviación de la acción de gobierno o, lo que es lo mismo, una representatividad fraudulenta.

			Mas el mantenimiento de una situación así nos puede hacer pensar en la falta de credibilidad acerca del significado de la función de gerencia política. Sobre todo, cuando se hace patente el antagonismo ideológico y la rivalidad partidista en el acceso al poder de los diferentes grupos políticos, como si se tratara esa contienda de un fin en sí mismo. Todo se reduce a un juego diabólico en búsqueda de la facultad suprema de dominio político. Se trata entonces de llegar a obtener la seguridad económica, el reconocimiento público, posicionamiento social, prestigio e influencia, así como la exaltación del partido como símbolo fetichista que se idolatra, no cabiendo la autocensura ni las actitudes críticas, pues es la veneración protectora y paternal la que provee de excelsas dádivas y otras generosas prebendas a cambio de servil obediencia. Por supuesto, ello va en detrimento de los intereses colectivos. Además, se produce, como efecto del sistema autocrático de partidos, la alienación social, donde los individuos y los grupos sufren la abducción de la conciencia por la propagación de un sofisticado lenguaje retórico y absorbente, lo que permite entregar sin oposición mansamente su confianza a la facción política de turno.

			En esa pugna entre partidos se pierden todas las garantías de gobernabilidad, sacrificándose impunemente los bienes colectivos frente a las ansias de dominación de los grupos políticos en continua pendencia.

			Se hacen prevalecer los ideales de supremacía y avidez de poder ante las necesidades y requerimientos de la sociedad, que, en situación de cuerpo cívico pasivo, asiste desesperanzada a una contienda azuzada por los desafíos de los partidos oponentes. Y en su posición de organismo social receptáculo de las políticas públicas del Gobierno de turno, solo le queda la mera contemplación de la diatriba enconada como en un banquete de rapaces. Las lides se dirimen entre unos y otros (el partido que gobierna frente al resto de grupos políticos que se afanan en apropiarse de la potestas). Para el conjunto de los ciudadanos, que nada pueden hacer para moderar esta convulsión hacia el paroxismo político, como agitación violenta de gestos, palabras y actitudes de agrupaciones políticas y que trastorna la normalidad de la vida colectiva, solo le queda la desconsoladora solución del castigo electoral, que, lejos de resolver el problema, lo agudiza más, pues solamente hace cambiar las tornas o la posición de los contendientes. Quizá la respuesta, para evitar en cierta manera la traslación del conflicto social a las instituciones de gobierno, sea coadyuvar a formar Gobiernos de coalición y promover como praxis para la acción pública la concertación de las políticas con la sociedad civil.

			Esta situación supone un proceso devastador para la estabilidad y confianza social, así como nos aboca indefectiblemente a la degradación de los valores democráticos.

			Esa misma temporalidad de la acción de gobierno supone ya de por sí una deficiencia implícita en el propio sistema de partidos. Y aun cuando parezca una característica inherente a su dinámica, en el fondo se trata de una rémora para el progreso democrático de las civilizaciones. La limitación temporal del mandato, además, es una condición que subvierte indiscutiblemente la organización finalista de los partidos enfrentados (que aspiran a la eternidad). Y estos, en lugar de promover como presupuesto ético el bien común y la concordia social, con independencia de quien gobierne en un momento dado, se esmeran en diseñar sus estructuras para influir decisiva y permanentemente en los espacios públicos, con el uso de la imagen y el lenguaje simbólico para emitir mensajes cargados de retórica y ampuloso discurso. Y todo ello no es sino una consecuencia inevitable del modelo decimonónico de democracia representativa.

			El resto de la sociedad asume inconscientemente las deficiencias del sistema liberal clásico de gobierno de partidos, pues se considera que dicho sistema se corresponde con el único modelo válido, estable y continuado de organización política en una sociedad compleja.

			Admitiendo esta realidad, es de suponer, evidentemente, que la presencia de insuficiencias y desajustes en el modelo no se constituye como una situación que en principio amenace los cimientos normativos que sustentan la legitimación del poder político de turno. Es más, la presencia de un sistema democrático de representatividad a través de los partidos viene a ser la forma de organización social más evolucionada en todas las sociedades avanzadas. Con ello se pretende salir de dudas al considerarla como plenamente admitida y consentida, pues no se ha planteado eficazmente el establecimiento de formas alternativas de organización política en las sociedades democráticas modernas. Por eso, precisamente, el unánime asentimiento social en la permanencia de una forma de organización humana capaz de dotar de estructura y de sentido a la variedad de relaciones entre los individuos y grupos de una comunidad política.

			La permanencia de una rivalidad partidista y enfrentada insistentemente es el resultado de una dejación de la función de gobernar. No hay mayor irresponsabilidad política que la de mantener un estado latente de conflicto dialéctico, bien para sostenerse en el poder o para perseverar en su arrebatamiento.

			La oportunidad de sustituir un partido o coalición de partidos en el gobierno por otro u otros, con motivo de elecciones periódicas (efecto del principio de temporalidad democrática), es una posibilidad real para alterar impunemente el desarrollo de una política de gobierno determinada, la cual ha estado siendo implementada durante un tiempo y bajo unos criterios de actuación concretos. La alternancia en el gobierno se convierte generalmente en alteridad de las medidas de acción pública llevadas a cabo por el Gobierno saliente; y no lo es precisamente por inadecuación o impopularidad de las políticas en su día adoptadas (aunque también pudiera ser en ciertos casos), sino porque el nuevo grupo político va a pretender dejar su seña de identidad para hacer valer su supremacía. Sin importar lo más mínimo si las políticas públicas arrogadas por los antecesores en el Gobierno hayan sido idóneas o acertadas.

			En nombre de la democracia representativa se producen los excesos de los diferentes Gobiernos en el poder.

			Durante el tiempo de mandato establecido legítimamente, la actuación en la dirección política tiende a consumarse en realizaciones que tienen un carácter de especificidad identitaria del grupo político actuante; sobre todo, si consideramos esa forma de actuación propia como una medida de protección y salvaguarda de la misma estructura del partido o coalición. Los programas de acción estratégica, que son el basamento del proceder de los partidos o liga de partidos en funciones propias de gobierno, requieren, en gran medida, de consistentes formas de protección externa, ideándose mecanismos también que garanticen un enfrentamiento permanente con la oposición reconocida y con las manifestaciones colectivas de presión. Aquello que puede llegar a inquietar a un grupo político en funciones de gobierno ya no es tanto el buen fin de las políticas públicas o la eficiencia en la encomienda de servicio público, o satisfacer las expectativas de su electorado, sino que, contrariamente a ello, nos podemos encontrar con sofisticadas formas de protección y fortalecimiento de las estructuras de mando que permitan, en la medida de lo posible, alcanzar una cierta estabilidad interna como primera premisa8, consolidando su férrea integridad y rango en el sistema de ordenación político. El encaro previo en la arena política ante la posibilidad de alcanzar el poder (o de perderlo) nos demuestra esa disposición protectora y de salvaguarda. Es decir, que prevalece la excelsitud del partido, mero ente figurativo pero iconografía simbólica de nuestro tiempo, como un fin en sí mismo. Su significación y utilidad, en su verdadera función teleológica, no es otra que la de ser el proveedor del maná presente y futuro de sus acólitos.

			En el Gobierno de turno subyace la suspicacia frente a todos los demás grupos políticos que de alguna manera pudieran transgredir el sistema de jerarquía de poder establecido. Tanto es así que el cometido primigenio de los partidos tuteladores de la acción pública no está en alcanzar la búsqueda del bien común, como digno propósito de su función, sino que son estos (partidos) quienes, amparándose en la legitimidad formal adquirida, encuentran una oportunidad única para arrogarse facultades y recursos con los que favorecer ciertamente los intereses espurios de sus adláteres.

			Son las aspiraciones y conveniencias de los grupos políticos las que se anteponen como prevalentes frente a cualquier otro objetivo de acción de gobierno que revierta en beneficio del interés colectivo. Y aun cuando en ciertas ocasiones se priorice la función social de las políticas, básicamente se trata de una calculadora estrategia para ganarse la adhesión popular. La formulación e implementación de las políticas públicas obedece en el fondo a un acto de simulación de gobernabilidad. La significación ontológica de la funcionalidad de los partidos políticos es otra bien distinta. La maniobra consiste en crear una situación de apariencia de acción pública para hacer verosímil la función de ordenación del conflicto social, redistribución de los recursos y regulación de las interacciones entre los agentes públicos y privados. Todo ello a los efectos de lograr un relativo asentimiento de la población. Esto es precisamente en lo que consiste la labor de todo Gobierno legitimado en los comicios: procurar mantener una identidad propia y distintiva y el cumplimiento aparente de las funciones que le corresponderían desempeñar en virtud del mandato electoral. Es la orquestación premeditada para encubrir el designio final del partido, que no es otro que el de contribuir por su posición de dominio e influencia frente al resto de actores sociales, económicos e institucionales, al aseguramiento de los privilegios, ventajas, utilidades, posicionamiento, prestigio y otros provechosos estipendios de sus abyectos siervos.

			Para ello, se configuran complejas estructuras semióticas del lenguaje que son invasivas de los espacios públicos, por medio de las cuales se logra satisfactoriamente crear una apariencia de verosimilitud incontrovertible en el cumplimiento estricto de la función de gobierno en un sistema representativo. Una manera abreviada de explicitar el uso torticero del retoricismo de la simbología empleada es entendiendo el carácter de poder omnímodo del modelo político de partidos. Cualquier información emitida en relación con el comportamiento político y la acción pública deviene inefable e infusa, no cabe el desatino ni la controversia, el desencanto o la censura; es decir, el lenguaje convierte el hecho político en idolatría del poder. Las decisiones se adoptan y no cabe respuesta. No hay retroalimentación de los procesos políticos. Los inputs no regeneran la acción pública al no existir reflujo de información desde el cuerpo cívico. Todo sistema social que excluye los activos dinamizadores, dígase ciudadanos y colectividades, para su constante regeneración y sostenimiento acaba por degenerarse irremisiblemente.

			El esfuerzo necesario que se produce para conseguir mantener a los partidos o coaliciones de partidos en una posición de dominio y su sustentación continuada en la dialéctica de la pendencia política puede llegar a ser verdaderamente exhausto para sus miembros. La responsabilidad asumida por estos en el desempeño de sus leales funciones se encamina más hacia la propia organización que hacia el sentido de servicio público que debe imbuir el concepto de cargo electo. Se antepone la idea de unidad y solidez de la estructura íntegra del partido, ocultando toda posible divergencia interna y rupturas en su seno, para mostrar su imponencia a los adversarios políticos y a la sociedad misma. Cualquier oportunidad de comparecencia pública es aprovechada para enaltecer la presencia vigorosa de unas siglas en la conciencia colectiva y proclamar su influencia en la vida cotidiana. Se hace necesario, en esa labor de obediencia reverente que muestran los vasallos numerarios de los nuevos pseudofeudos de nuestro tiempo, que ahínquen su ánimo con denuedo en mantener impoluta la imagen pública del partido, su difusión máxima, así como potenciar la notoriedad e importancia del cumplimiento firme de la estrategia de acción política en la encomienda de gobernar; y, sobre todo, diseñar los mecanismos de defensa, protección y reacción frente a las acometidas del resto de los partidos en sus irrupciones en la arena política y ante el activismo ciudadano que promueve cambios sociales.

			Es por eso que nos encontramos ante una contradicción en el sistema democrático de partidos. Vemos como estos grupos políticos, lejos de pretender alcanzar el compromiso con la sociedad en el ejercicio legítimo de las funciones de gobierno, que sería lo propio en su desempeño constitucional, es decir, representar la voluntad popular y la regulación del conflicto social a través del ordenamiento jurídico, no hacen sino mantener una actitud de enfrentamiento y contienda con el resto de los rivales políticos y un cuerpo cívico emergente y vindicativo. Para lo cual son empleados poderosos recursos que permiten el fortalecimiento de las estructuras de estos grupos. Así, por una parte y frente a la facción adversaria, se viene empleando secularmente el método del descrédito y la ignominia, el desmerecimiento y la denigración, incluso hasta en lo personal y en el ámbito de lo privado. Además, esta conducta —desleal de la función pública y de servicio, lo que implícitamente supone un fraude de ley— se simultanea con una épica exaltación de la propia identidad del partido, proclamando su grandeza y evocando sus logros, a la vez que se ocultan o se reinterpretan los fracasos como causa ajena. Y frente a la sociedad civil, el método para lograr una sumisa adhesión y conformidad para mantenimiento del establishment, es decir, para garantizar el control político y socioeconómico por parte de grandes grupos de poder, es a través del uso sistemático de los formulismos del lenguaje y la invasión mediática de los espacios públicos. En el primer caso, se trata de la tendencia a preferir la apariencia de las cosas a su esencia, el retoricismo del discurso, la perífrasis y el circunloquio, con una semántica legalista y una ambigüedad conceptual que hacen incognoscible el mensaje para la inteligencia cívica; además de hacer difundir aquella información precisa y calculada, elaborada y predefinida, que, sometida al escrutinio público, no infunda sentimientos de ira colectiva ni ánimo de subversión. Y, en el segundo caso, es de cierto evidente que la accesibilidad a los medios de información de masas es una forma palmaria de control social y de propagandismo partidista.

			Volviendo al tema principal en esta primera parte, sobre el asunto de la temporalidad de la acción de gobierno como característica intrínseca del sistema de democracia representativa, va a suponer un poderoso condicionante para el ejercicio legítimo de la potestas. Esta limitación en el tiempo de la facultad de gobernar, además, ha de derivar inevitablemente en la decadencia del significado de responsabilidad política. Y así, de la generación de políticas generales por el gobierno de turno se sigue un efecto secuencial y prolongado de sus resultados, que solo pueden evaluarse y ser comprehensibles por la evolución pautada y sucesiva del planeamiento y ejecución de los proyectos de acción pública emprendidos. Si se produce la ruptura del seguimiento y cumplimiento de las políticas, por irrupción de nuevos grupos políticos, que anhelan implementar sus programas y hacer cumplir sus compromisos, se infieren dos consecuencias perversas principales: una primera, la más importante, que se asocia a la involución del progreso humano por quebrantarse el principio de gobernabilidad constante como presupuesto ontológico del orden natural; es decir, se priva a la sociedad de los beneficios posibles de una política pública determinada9. Y una segunda, que se vincula directamente con la exención de responsabilidad política del Gobierno saliente tras el ejercicio temporizado de la encomienda del mandato soberano y que implica poder cometer excesos, desvaríos de poder y otros desatinos y desmanes, imprudencias e indecibles desafueros, que en todo caso solo pueden ser juzgados y castigados por un electorado defraudado en unos comicios democráticos.

			La temporalidad en la acción de gobierno hace retardar o excluir las expectativas de actuación pública, aun cuando se consideren idóneas y aseveradas por la mayoría de la población. Precisamente porque por los efectos beneficiosos de las políticas propuestas, al estimarse su positiva incidencia tras un periodo de tiempo de implementación y adaptación, bien pudiera pensarse que los Gobiernos sucesivos se jactarían de haber logrado su consecución. Por lo que en los cuatro años establecidos como periodo de gobernación han de llevarse a cabo aquellas políticas de carácter general que en el corto plazo resulten favorables a los intereses generales o al menos obtengan la asertividad de la opinión pública, para de ese modo garantizarse el Gobierno de turno la reelección (que en el fondo es su objetivo final). Lo que en muchas ocasiones deriva en políticas de improvisación frente a la contingencia social. Situación esta que se produce de manera continuada por los diferentes Gobiernos al no sentar unas directrices o principios rectores basados no en estrictos programas de partido, sino en criterios objetivos y de técnica pluridisciplinar prestada por equipos profesionales y por instituciones académicas especializadas. Lo que finalmente (de)genera en desgobierno y este en la iracundia del cuerpo cívico.

			Todo esto ha de tenerse muy en cuenta, aún más cuando hoy en día los planes de política general suscitados por parte de los Gobiernos tienden a prolongarse en el tiempo debido a la dificultad y complejidad que conlleva atender a las crecientes demandas sociales. La culminación de las políticas lleva implícito un periodo duradero de elaboración y prescripción hasta su cumplimiento y ejecución; pasando por un proceso previo de diagnóstico de la necesidad, asignación de los recursos y evaluación de su impacto. Esta circunstancia inevitablemente produce una cadencia episódica de los procesos políticos proclive a su perduración en el tiempo.

			La realización de los objetivos en política general para conseguir una óptima redistribución de los recursos, la maximización de los servicios públicos y la pacificación del conflicto social no son una cuestión que pueda resolverse o alcanzarse en el breve periodo de cada investidura. La democracia de partidos es una invención para alcanzar la eficiencia de la representación, simplificando de ese modo los procesos de toma de acuerdos; pero, a su vez, produce ineficiencia de la acción pública al constreñir por medio de la limitación temporal la génesis de la voluntad política.

			Ya lo veníamos diciendo antes, en referencia a la dialéctica partidista que no hace sino enquistar la acción de gobierno. El mantenimiento de posturas adversativas, la belicosidad verbalizada, pretensiones de excelsitud y prevalencia institucional por parte de los diferentes grupos políticos; todas estas actitudes, entre otras perversiones en la lucha por el poder, no son más que configuraciones estructurales del sistema político. La consecuencia no es otra que el marasmo de la civilización y la degradación de la democracia.

			En ese perverso juego de pendencias y acometividad constante que acontece en la dialéctica partidista y que es certeramente la realidad política, se viene produciendo casi como un acto reflejo un rechazo sistemático a las propuestas de acción pública del contendiente político, por muy loables que pudieran parecer. Es un elemento más que no solo distorsiona los procesos decisorios, sino que envilece la práctica democrática cotidiana. De esa manera se viene a afianzar la hostilidad generalizada y el desafío prepotente de los rivales en su determinación hacia la conquista del gobierno. La visión de este escenario de enfrentamiento y disensión, idiosincrásico del sistema de partidos, no es más que una muestra evidente y una transposición representativa del conflicto social. Es decir, que los partidos, lejos de procurar la cooperación para armonizar los intereses en juego y actuar como agentes conciliadores en el entramado social, moderando las fricciones en la interacción vivencial de los individuos y colectividades, ejemplifican vívidamente el azoramiento y la animosidad del mundo.

			Pero, además, paradójicamente, este estado de cosas permite afianzar la identidad distintiva de los grupos políticos, así como contribuye al fortalecimiento de las estructuras partidistas.

			Como hemos visto entonces, una determinada política de acción de gobierno no puede pretender alcanzar una realización óptima si queda sujeta indefectiblemente a la variable de la temporalidad. Ya que, de ese modo, bien pudiera ser que no se cumpliesen muchos de los beneficios y parabienes ínsitos en la misma. Debería promoverse como principio básico de actuación de los sujetos políticos y como caracterización de las políticas públicas la continuidad de los desarrollos de los planes de acción pública, en tanto que sustancialmente resulten idóneos y a la vez validados por el asentimiento tácito de la ciudadanía y que no exista alternativa factible a corto-medio plazo. Mas para ello se precisaría de un cambio de actitud en la dirección finalista de los partidos contendientes, hacia un compromiso global de cooperación mutua, para garantizar, al menos, la permanencia y actualización de aquellas políticas públicas adecuadas y de mayor adhesión social.

			El hecho mismo de temporalizar las funciones de gobierno da lugar por ese preciso motivo a la recesión de las comunidades políticas. La constricción de la acción pública por una cuestión de limitación de los mandatos para cada periodo de investidura, para hacer valer de ese modo el principio demoliberal de la alternancia de poderes como presupuesto normativo del constitucionalismo parlamentario, no es sino una aberración del propio sistema. El liberalismo clásico, basado predominantemente en el ámbito de lo político, en los comicios regulares y periodificados, consagraba de ese modo la encomienda del gobierno durante un ciclo (o legislatura). Así, se pensaba que se venía a evitar el abuso de la coerción legítima, facultad exclusiva de los titulares de la dirección política y de ordenación social, la arbitrariedad de los organismos públicos y la concentración de poderes. Pero en el fondo, pretendiendo salvaguardar un escenario de convivencia y orden social, tutelando los derechos y las libertades públicas frente a las injerencias y excesos de los Gobiernos a través del mandato limitado, se produce contrariamente un efecto perverso y ahistórico. La razón última de la función de gobierno no es otra que la generación e implementación de políticas públicas y la prestación de servicios generales a la colectividad. Hacer prevalecer consideraciones de índole formalista, auspiciando los grandes principios inspiradores del constitucionalismo liberal a la categoría de modelos prescriptivos de la organización política, como sería la temporalidad de los mandatos para producir alternancia de poder y de ese modo la limitación de las ansias de dominación de las facciones partidistas, en detrimento de adecuadas y concertadas políticas públicas que para su consistencia y eficacia han de prolongarse en el tiempo, no es sino que una retracción en el progreso evolutivo de los espacios cívicos. Más aún cuando es posible introducir otro tipo de mecanismos de control y contención de la intemperancia de los Gobiernos, que, sin ser elevados a la condición de apotegmas normativos, cumplen la misma función. Dejaremos para más adelante su comentario y explicación.

			Por todo ello, descubrimos la falacia de la democracia representativa. La anteposición de los presupuestos teóricos y doctrinales de la corriente ilustrada que dio paso a la edad contemporánea y, sobre todo, la proclamación de la temporalidad de los Gobiernos como caracterización de los sistemas democráticos liberales y contrapeso frente a las ansias de dominación política, sacrificando la adecuación e idoneidad de certeras políticas públicas para el bien común de los territorios y comunidades que han de afianzarse en el tiempo, es del todo contraproducente. Pues se hacen primar viejos postulados ideales de estructuración de los órganos de poder que hoy en día devienen anacrónicos. Así, si la temporalidad fue considerada en su momento como una variable consustancial al régimen democrático y parlamentarista, para contribuir al equilibrio de poderes, sometimiento al derecho por los poderes públicos y garantía de los derechos y libertades; en la actualidad se suscitan arreglos institucionales en el pensamiento crítico que auguran un nuevo paradigma para una actuación vigilante y depuratoria de las desviaciones o abusos en el ejercicio de la función de gobierno —y, cómo no, para su mayor eficiencia.

			Por ejemplo, al hilo de lo expuesto y enfatizando el modelo de gobierno abierto como alternativa de gobernanza al que ya nos hemos referido en algún momento, merece destacar lo que Ramírez-Alujas nos dice: «Las políticas de gobierno abierto deben ser consideradas como un entramado complejo de cambios que operan de manera transversal en el andamiaje institucional y en la arquitectura organizativa del sector público, entendiendo que son el sustento de un nuevo tejido de prácticas, valores y cultura que favorece la configuración de una plataforma o ecosistema sobre el cual construir un nuevo modelo de gobernanza abierta y colaborativa, para, con y a través de los ciudadanos. En tal sentido y para que sus frutos sean efectivos, es necesario concebirlo como una política de Estado que supere la lógica temporal de los gobiernos de turno y que se instale como sostén de los permanentes esfuerzos por modernizar la gestión pública más allá de las doctrinas y enfoques convencionales ensayados en años recientes. Ello, al menos, debiera enfocarse bajo criterios de continuidad, sustentabilidad, transversalidad, esfuerzos de largo plazo y visión de conjunto» (Ramírez-Alujas, 2012)10.

			Observamos, por tanto, que la exaltación de los valores liberales del constitucionalismo democrático, que sacraliza la representatividad partidista a través de la temporalidad del mandato, supone, como veremos, en la sociedad del conocimiento una incongruencia histórica, por no decir una involución. La primacía de criterios meramente formales, engendrados por el positivismo constitucional y el ensalzamiento de los grandes principios de la ortodoxia liberal para fundamentar y validar la legitimidad de los gobiernos, desatiende otros aspectos de justicia material y de servicio público universal que debe inspirar toda acción política. Más cuando vamos a descubrir nuevos formatos de gestión pública y de organización social, que funcionalmente van a implicar un mayor seguimiento y censura de la actividad política. En nuestros días asistimos impasibles al dominio de la semántica normativa, es decir, a la dirección unidimensional de la ordenación del mundo bajo el prisma de obtusos fundamentos y legalismos inconcisos, lo que trae consigo la negación sistemática de la construcción social de la realidad. Los espacios vivenciales son dinámicos y contingentes; por eso, las respuestas institucionales ante la perentoriedad de lo cotidiano y la emergencia de nuevas necesidades requieren actuaciones inmediatas y lúcida anticipación, así como previsibilidad inductiva y, sobre todo, la participación activa de la inteligencia cívica, o del capital social. En definitiva, que se han de desestimar por inoperantes los viejos paradigmas del liberalismo clásico para sustituirlos por el talante y la disposición de una ciudadanía participante y corresponsable. Haciendo valer un modelo de gestión de lo público más imaginativo y pragmático, colaborativo y concertado. El anquilosado modelo clásico de toma de decisiones, basado fundamentalmente en el ritualismo legalista, la ampulosidad de rígidas estructuras jerárquicas, la burocracia exasperante e ineficiente y la asincronía de las resoluciones con la acuciante celeridad de lo acontecido, ha de dejar paso, inequívocamente, a nuevos arreglos para la gestión de los espacios públicos.

			Continuando con toda esta argumentación, podríamos encontrarnos con un extenso desarrollo teorético de la idea de política representativa, lo cual haría que nos trasladásemos a los albores de su nacimiento. Para ello, por lo tanto, deberíamos hacer un recorrido histórico de la formación de este sistema de organización social, legado del liberalismo clásico, que hasta nuestros días incomprensiblemente se mantiene inmutable e inalterado. Los axiomas fundamentales que inspiraron su advenimiento encontraron su correspondencia con una estructura social y un sistema cultural que permitían la idoneidad y convalidación de los procesos políticos representativos. Es decir, la creación de figuras jurídicamente distintivas para aglutinar tendencias ideológicas o intereses corporativos, para funciones de gobierno, tras su designación en elecciones periódicas, se convertiría a la postre en el modelo de organización política aún hasta ahora vigente. Mas los presupuestos de ordenamiento y regulación, estructura y definición del organismo cívico, más la interacción y dinámica social ya no son los mismos que antaño. De ahí la perentoriedad de nuevas formas de gobernanza o gobierno ‘fluido’11.

			El modelo de autocracia absoluta de los partidos y los gobiernos de representación

			Con todo lo dicho hasta ahora nos apercibimos y somos conscientes de que los principios constitucionalmente reconocidos y aprehendidos durante toda la etapa de consolidación del liberalismo político12 se han convertido en prescripciones normativas incontrovertibles; y no me refiero tanto al conjunto de derechos fundamentales y libertades públicas, que de cierto todo hay que decirlo, se trata de un verdadero impulso hacia la pacificación cívica y el entendimiento de los pueblos, la protección de los ciudadanos frente a los poderes públicos y la seguridad e integridad individual y colectiva ante los avatares de la interacción, los cuales sí devienen axiomáticos y son inmanentes para nuestra civilización; me estoy refiriendo a aquellos que regulan o modelan los procesos de toma de acuerdos y la acción pública en general y que convierten la función de gobierno en una impulsión unipolar, lo que se viene a definir como una autocracia absoluta dentro de una democracia13.

			Ello ha dado lugar a un estatismo de las formas de organización institucional y de realización política, anclado en la aplicación de tales principios, que se ha hecho valer como ideal omnisciente. No se producen en modo alguno iniciativas ni actuaciones de adaptación a la realidad social, que haga surgir nuevos paradigmas de la acción pública y una praxis de gobernabilidad que se adecue a los cambios sociales y a las nuevas estructuras poblacionales de una sociedad heterogénea, multirracial, transcultural y crecientemente interactiva. Persistir en el viejo modelo decimonónico de representación partidista, atribuir de manera absolutamente incondicional a los partidos políticos el carácter de actores políticos únicos, excluyendo otras formas de participación cívica en la conformación y adecuación de las políticas públicas, supone en la actualidad un auténtico dislate.

			La imprescriptibilidad de los principios constitucionales que vienen a sustentar formalmente la legitimidad de los sistemas democráticos liberales y su inmanencia, como si fuera un dogma de fe su fervoroso cumplimiento por los Gobiernos del mundo, no es sino, en cuanto a erradicación de otros estilos de gobernabilidad más participativos, inclusivos y asamblearios, una disfunción del sistema. La inalterabilidad del modelo secular de generación de políticas y acción pública, basado en la pulsión unipolar de los órganos de poder ante el devenir acelerado del desarrollo humano, con nuevos retos y desafíos, con profundos cambios en la cultura y la tecnología, en los valores y creencias y ante una realidad multidimensional que se refleja en la diversidad social, supone ciertamente una inadaptación de los actuales sistemas de ordenación política y, por ende, su ineficiencia y desvalorización.

			La convicción generalizada de la indefectibilidad del gobierno de partidos como único e incontrovertible, la ausencia de la arena política de otros estilos institucionalizados de acción pública, que reviertan en más transparencia en los procesos decisorios y en introducir mecanismos de democracia participativa14, así como el constreñimiento de cualquier manifestación pública de expresividad cívica pacífica y su consideración como alzamiento populista, proscrito y rebelde, no hace sino reafirmar el carácter ahistórico de las tradicionales estructuras de poder.

			La estabilización pétrea, o, mejor, fosilización del modelo secular de democracia representativa, supone a mi entender una contrariedad en la evolución de las sociedades. Además de una seria amenaza para la libertad y expresividad de los pueblos y naciones. Ya en el siglo xx Herbert Marcuse, en su conocida obra El hombre unidimensional, nos alertaba de las estructuras de dominación que alienaban la conciencia. Y es ahora, precisamente, cuando el sistema demoliberal de partidos deviene en una forma explícita de alienación y sometimiento de la voluntad humana hacia un determinismo subyugante, que tiene su sustentación en la mastodóntica maquinaria de la simbología política y en el mecanicismo electoral como conducta social institucionalizada. Es la configuración del arquetipo de organización política decimonónica, hoy vigente, con apariencia de robustez y fiabilidad, lo que dota al sistema de inalterabilidad y también de inalternancia, es decir, de falta de regeneración endógena para su adaptación a los cambios culturales, sociales, tecnológicos y económicos. Esta circunstancia de falta de adaptación operativa frente a la contingencia del entorno supone de cierto una contravención de la funcionalidad de los sistemas. Esto es, si todo sistema ha de evolucionar a través de continuos procesos de adaptación al medio para su subsistencia, no será menos cierto que el enraizamiento de las viejas estructuras de poder, que como dólmenes de tiempos pretéritos se perpetúan a pesar de los grandes cambios habidos en la humanidad, puede conllevar indefectiblemente al colapso sistémico del orden social.

			La evidencia de lo que decimos la encontramos en el hecho cierto del distanciamiento por parte de los titulares del poder público de la realidad autentificada15. Las cúpulas de las oligarquías políticas realizan un acto de cosificación de la realidad, lo que convierte las políticas públicas en una mera simulación de gobierno. Esto es, que ese alejamiento del pálpito genuino del organismo social, del que emana la autenticidad de lo cotidiano, provoca que los partidos gobernantes diseñen e implementen políticas basadas en argumentarios sin base fáctica ni sustentación en la contingencia social. Se convierten las decisiones de acción pública en simples manifestaciones de respuesta a las imaginarias percepciones que la élite gobernante internaliza de la realidad circundante. Además, son esas políticas públicas, precisamente, las que sirven para afianzar una posición dominante del partido de turno en la arena política; lo que convierte a las políticas públicas en un recurso instrumental para fortalecimiento del poder soberano, en lugar de constituirse como fundamento último de gobernabilidad y ordenación del conflicto.

			La garantía de perpetuidad de las estructuras de dominación seculares: partidos políticos, sindicatos, burocracias, mercados, iglesias, cultura de masas, etcétera, reside en la seguridad de mantener la tradición en los sistemas de control social y en velar por la integridad del consenso colectivo frente a la organización política, así como el asentamiento de los presupuestos normativos que vienen a regular las pautas de interacción social. Esto último se consigue fácilmente, por una parte, influyendo en los medios de comunicación sociales —acción de coerción del agente dominante por su notoriedad y prestigio y acción de dependencia económica del medio frente a aquel— y también por el uso del lenguaje. De dos formas a su vez: diseccionando la información que ha de ser difundida y empleando conceptos y expresiones vacíos de contenido significativamente relevante que puedan alentar la crispación y la crítica, la protesta y el desencanto. Así como también con el uso de términos retóricos y una simbología política que enaltece la supremacía partidista y de los grupos corporativos afines.

			El rechazo a reconocer los grandes cambios que se producen en el cuerpo social, resultado de los avances tecnológicos y de un desarrollo cultural que promueve la movilidad y la conectividad global, es una conducta errónea y condenable por parte de los poderes públicos. Ya no solamente por irracional, sino por resultar un anacronismo trasnochado mantener una postura estática y conformista en estos tiempos errátiles. No se hace una evaluación prospectiva de los avatares de la interacción humana en las sociedades modernas por los rectores políticos, para de ese modo adaptar las acciones públicas a las circunstancias, sino que los esfuerzos, las estrategias y los recursos se focalizan en apuntalar las viejas estructuras de ordenación política, que ya no sirven para regular la dinámica social y contrarrestar un activismo cívico responsable16.

			Es por ello que, además del empleo de la coerción normativa para lograr la adhesión acomodaticia de la sociedad civil, los Gobiernos se esmeren en manejar hábilmente el lenguaje y servirse de los medios de comunicación para ocultar conscientemente esa realidad autentificada. Se dictan normas que limitan u obstaculizan los actos públicos en espacios abiertos de los grupos y colectivos, movimientos y fuerzas sociales (no alienados por supuesto con los potentados del Gobierno de turno) que pacíficamente se manifiestan en un acto de expresividad cívica y elocuente. Se confecciona la información oficial para que parezca un simple formato de asentimiento convenido frente al establishment. Se hacen segregar convenientemente las porciones de realidad adecuando la simbología de las estructuras de poder y la semántica de la organización política a los diferentes segmentos poblacionales, a fin de lograr el dirigismo cultural hacia un estado de mansedumbre cívica.

			Y es precisamente desde la sociedad civil de donde ha se surgir un nuevo orden democrático. El esfuerzo es de todos, en un llamamiento a la búsqueda de nuevas formas de ordenamiento de la dinámica social y del conflicto. Se trata de actuar con inteligencia y a la vez con imaginación, siendo creativos, pero proceder con responsabilidad, haciendo intervenir a todos los sectores socioeconómicos, grupos sociales y colectividades mediante un proceso abierto de integración y cooperación, inclusivo y basado en la concertación de las políticas17. Solo así pueden obtenerse óptimas fórmulas de planeamiento de la acción pública y la legitimación de los Gobiernos.

			Una nueva visión

			La realidad emergente precisa de ingeniosas y evolucionadas maneras de organización social, más resolutivas y pragmáticas, que respondan eficazmente a la contienda vivencial en el bullicio del mundo. No pueden mantenerse sine die los anquilosados sistemas de gestión de lo público, asentados en petrificados formalismos e intrincadas decisiones sujetas a la jerarquía administrativa; ni tampoco puede aceptarse la función de gobierno como un ejercicio autocrático del poder. Se debe dar respuesta inmediata y consistente a las necesidades y requerimientos de la ciudadanía, empleando con mesura y prudencia los limitados recursos públicos; y, por otra parte, impulsar políticas de alcance perdurable, con capacidad proactiva de versatilidad y adaptación a los cambios, haciendo valer como mecanismo de legitimación la corresponsabilidad y colaboración de todos los agentes actuantes que intervienen en la conformación de las comunidades políticas: además de los representantes electos en los órganos de gobierno, los técnicos y funcionarios, colectividades cívicas, sectores socio-económicos, grupos de interés, instituciones culturales y académicas e incluso ciudadanos a título particular.

			Surge la perentoriedad de adaptar otros medios de acción pública y estilos de gobierno que permitan dotar de operatividad e integridad una respuesta institucional inmediata a los problemas sociales y de convivencia. Pero, además de introducir nuevos mecanismos o procesos de intervención pública, se hace del todo necesario y preeminente que preceda una revocación de ciertos presupuestos prescriptivos que fundamentan el actual sistema de organización política y estructuración social. Encontrar alternativas viables y sostenibles, no solo técnicamente, sino que lleguen a legitimarse como alternativa al modelo demo-liberal-burocrático-jerarquizado-vertical de ordenación de la sociedad, va a suponer no solamente, como hemos dicho antes, saber reemplazar los viejos paradigmas de control social y ejercicio del poder, sino, más todavía, poder implementar, inteligente y concertadamente, innovadores instrumentos de elaboración de políticas públicas integradoras que cuenten con la aquiescencia de todos los agentes y sujetos colectivos que configuran el sustrato social de toda comunidad política.

			Ya no es tanto, en esta ardua tarea, de diseñar o convenir nuevos formatos de realización de las acciones públicas de cualquier índole, a través de diferentes técnicas de gestión político-administrativa, que en definitiva, se convierten en prácticas instrumentales para alcanzar ciertos parámetros de calidad del servicio, valor añadido a la función pública, excelencia en la encomienda funcionarial, etc., sino de instituir otros principios fundamentales de actuación, que inspiren un verdadero sentimiento reformador y regenerativo, de reordenación de los significados y de las percepciones colectivas, hacia un equilibrio de fuerzas que convergen en el bien común18; y en la pluralidad de voluntades, en la diversidad de espectros ideológicos y de pensamiento, hacer fluir constante y animosamente el capital social, que se ha de convertir en el nuevo paradigma de legitimidad política. Capital social, que simboliza, con el advenimiento de un nuevo periodo en la historia de las civilizaciones, un estadio evolucionado del progreso humano hacia un naciente orden democrático19.

			No puede iniciarse una tarea reformadora y que sea a la vez ruptura del vetusto modelo de organización industrial, aún hoy vigente, sin una nueva conciencia. Ha de suscitarse una agitación del ethos cívico hacia un revelador estado de conciencia, en el que cada individuo y grupo humano alcance la emotividad de apreciar el valor de los espacios compartidos e interiorizar el sentido de pertenencia a una comunidad de vida.

			Las vicisitudes del propio devenir del mundo y que no son sino que la causación de la dinámica social, tienen una repercusión global. Y ello incide poderosamente en la integridad del interés común que subyace como savia nueva en el conjunto social y que no es otro que la aspiración a la concordia colectiva y a la pacificación cívica.

			El conflicto y las disfunciones que surgen en la contingencia circunstancial entre individuos, grupos e instituciones, así como su regulación y acometimiento tutelar, no puede dejarse exclusivamente al arbitrio de aquellos sobre los que ha sido delegada la tarea de gobernar. La representación de partidos en el modelo neoliberal supone una dejación incondicional de las funciones de gobierno sobre una serie de grupos políticos elitistas. Esto es que la ciudadanía cede confiadamente su voluntad soberana de dirección política y de ordenación social a un conjunto de individuos que vienen a representar a grupos privilegiados con una posición de poderío y dominación. Esta excelsa posición se sustenta en la capacidad dispositiva y totalmente discrecional de estos grupos sobre los recursos públicos y la riqueza nacional. Es, pues, la democracia representativa un modelo fallido de gobernabilidad. Su fundamento reside, precisamente, en el carácter incondicional del mandato delegado. Lo que supone una absoluta discrecionalidad del estamento político para decidir libérrima y despreocupadamente sobre parte del esfuerzo general y el trabajo colectivo que, en forma de exacciones, impuestos, tributos, cargas, tasas, precios públicos y otros arbitrios, se convierten en recursos colectivos para la implementación de políticas públicas. Mas los criterios para establecer la razonabilidad e idoneidad de la acción de gobierno en muchas ocasiones son producto de las aspiraciones, intereses y ambiciones de estos grupos dominantes. El objetivo de toda política ética es la justicia social y la redistribución equitativa de los bienes comunales. Además, para tal fin, el valioso capital social que viene conformado por el tejido asociativo de las comunidades políticas ha de servir de nutriente para adecuar, objetiva y operacionalmente, la acción de gobierno a las necesidades y carencias que se suscitan en la dialéctica de lo cotidiano.

			Esto, verdaderamente, supone una aberración de fondo y una desazón para un observador crítico. El Estado y los demás entes públicos descentralizados, con capacidad de decisión y de ejecución de políticas públicas, se convierten así en mandatarios políticos sin mandato que cumplir. Pues el propio sistema de gobierno de partidos supone implícitamente que el mandato deja de ser imperativo o, en todo caso, delegado, para convertirse en una concesión de amplias facultades; y lo que sucede en verdad es que, en lugar de trasponer o ceder la soberanía para el buen gobierno, que también lo es y además de manera incondicionada o absoluta, se produce al mismo tiempo una dejación de la voluntad colectiva para que otros (representantes) decidan autocráticamente ya no por aquellos a quienes dicen representar profusamente, sino por sí mismos, las políticas y resoluciones que convengan para sus propias aspiraciones, expectativas o ansias de poder, posicionamiento social y/o enriquecimiento económico. Es lo que podemos llamar el mito de la autoridad desnuda; cuando el que gobierna se deshace de los ropajes del compromiso de servicio público, de la conexión sensible con su electorado y con el que no lo es, del liderazgo que solo tiene el que cree en lo que hace, de la pasión en defensa de los derechos de las personas, del gesto cercano y animoso que surge naturalmente, de la palabra sincera y llana pero que llega y calma, de querer escuchar y de poder reír y también llorar, del sufrimiento por el que no tiene, pero aún lucha; de todo eso se desprende el que gobierna y que, aun así, quiere mandar.

			Mas es el propio ciudadano el que desde su conciencia individual e integrante de una comunidad política y de los diferentes grupos y colectividades, que conforman el capital social de la misma, todos ellos haciendo valer un interés compartido por el bienestar común y principios de justicia distributiva hacia la felicidad cívica, ha de tener la facultad de llegar a determinar, en un proceso de cogestión pública con sus representantes institucionales, las políticas adecuadas a la especificidad de su entorno socio-político. Cada individuo y cada sujeto social, como agentes actuantes en el complejo de lo cotidiano, están dotados de lo que viene en llamarse la consciencia de lo contingente. Es decir, el apercibimiento y la comprehensión de la realidad contextual. Lo que supone el primer ítem en el desarrollo de la formación de la voluntad política, hasta su materialización final, en la ejecución de una acción de gobierno. Y es precisamente este primer eslabón en la configuración del propósito de ordenación y regulación de la dinámica social, cuya realización corresponde a los poderes públicos, el que ha de ser proveído irremisiblemente por el fluir cognitivo y los inputs de información que la sociedad civil puede transferir por medio de instrumentos metodológicos de participación ciudadana instituidos al efecto.

			No debe permitirse que, de forma absoluta y excluyente, unilateral, discrecional e incondicionalmente, los Gobiernos decidan las acciones públicas consideradas pertinentes en cada momento. Ni tan siquiera la legitimidad que les confiere la democracia representativa puede servir de suficiente atribución para ejercer genuinamente la potestas. En los tiempos modernos se necesita de algo más. Ya han quedado atrás en la historia los Gobiernos simbólicos, que se sustentaban en un mero formalismo legal y en donde la titularidad y el ejercicio del poder político no eran más que la aplicación de una fórmula matemática tras los resultados electorales, en el viejo modelo liberal de democracia representativa.

			Ahora asistimos a nuevos paradigmas de legitimación. Con anterioridad a la época actual, a mediados del siglo xix, podía resultar evidente e incluso necesaria la forma de representación política que conocemos, la política de partidos. Sobre todo, se debía a dos factores de gran relevancia: en primer lugar, no había posibilidad de poner en práctica la democracia directa al tratarse de poblaciones grandes, por un lado; a la falta de información sobre la situación política y la actividad pública, a la falta de cultura general y sentido crítico de la sociedad, y a que la ciudadanía aún luchaba por sus derechos sociales y económicos, no siendo los derechos políticos o de participación política una prioridad todavía, por otro. Y, en segundo lugar, no existían los sistemas de comunicación modernos ni la tecnología de procesamiento de datos y de transferencia de información que hoy en día nos envuelve cada vez más. Con la revolución informática y la era de Internet, como luego veremos, se han generado nuevas expectativas para el advenimiento de un nuevo orden democrático, más dinámico, participativo e inclusivo. Lo que pone en entredicho la credibilidad de la democracia representativa como modelo perdurable de gobierno.

			Además, con el paso del tiempo, la sociedad ha evolucionado de tal manera que hoy podemos hablar verdaderamente de una conciencia colectiva; o, lo que es lo mismo, gracias al proceso de enculturación general y la incidencia de la conectividad social, existe un mayor interés por los asuntos públicos y se produce una percepción global y compartida acerca de las crisis humanas y los desajustes estructurales. Esta situación, implícitamente, genera, por una parte, un mecanismo defensivo ante la incapacidad de las instituciones de resolver las fracturas de la organización societal, lo que lleva al asociacionismo cívico y el surgimiento de movimientos ciudadanos; y, por otra parte, consecuencia de ello, conduce a la autorregulación de la propia dinámica social a través de la articulación de sistemas de interacción grupal que vienen a suplir en cierta forma la carencia de tutela por parte de los poderes públicos y que además sirve para sustentar las expectativas de los individuos hacia un proyecto común de desarrollo y bienestar20.

			Este panorama, propio de las sociedades tecnoavanzadas, trae consigo, debido a la mayor tenencia y procesamiento de información y a su ágil e interactivo uso, que las comunidades adquieran un potencial cognitivo e intelectual que las capacite operacionalmente para dirigir su propio destino.

			Resultando un silogismo de lo más revelador. Si el conocimiento confiere el poder de decisión, pues no cabe otro argumentario para la idoneidad, oportunidad y buen criterio en la adopción y ejecución de cualquier acción humana, ¿por qué no ha de servir ese conocimiento no solo para establecer el modelo de organización política, sino también las propias políticas?

			Acercar la cosa pública a la sociedad civil y que sea un escenario dinámico de debate, entendimiento y divergencia; un ejercicio conjunto de discurso abierto, donde las ideas se argumentan y los asuntos se deliberan en la pluralidad de voluntades hasta alcanzar la razón política. Esta es la alternativa de realización de gobierno que se antepone a cualquier otra, frente a la falacia de la democracia representativa.

			Lo que venimos llamando la sociedad culta, que está autorregulada a través de la interacción de los sujetos (individuales y colectivos) por medio de estructuras socioculturales a su vez autogeneradas para la adaptación del sistema societario al entorno complejo, supone un problema de conciencia para aquellos que permanecen en los presupuestos ideológicos del poder tradicional, basado en una forma simple y arcaica de representación política (los partidos políticos).

			Este nuevo tipo de sociedad (sociedad del conocimiento o tecnológica y culturalmente avanzada) es capaz, como se ha visto, de proveerse de una regulación endogámica, que se sustenta principalmente en la confianza social, la seguridad en los intercambios, un ordenamiento ágil y eficiente, la estabilidad de las estructuras sociales y en instituciones funcionalmente eficaces. Y es por ello que, en esa capacidad de autorregulación adaptativa, surge también la facultad natural de proporcionar un nuevo modelo de organización política.

			Con el advenimiento de este nuevo modelo de ordenación de la vida social (el gobierno de la sociedad civil autoconsciente), no se requiere de la intervención de los grupos de representación política, que durante el pasado siglo se constituyeron como organizaciones de acción de gobierno con potestad exclusiva y excluyente para su ejercicio. Ahora ya no podemos hablar de representar la política a través de esos grupos de constitución figurada que, como símbolos del simplismo de la representatividad electoral, se convertían en instrumentos de reducción de la democracia a su mínima expresión, sino de vivir y sentir la política como parte de lo cotidiano.

			Es en el momento actual cuando se plantean nuevas posibilidades de regulación del conflicto social o, mejor dicho, de reconducción de los intereses en juego y de ordenación de la dinámica vivencial, por medio de reglados procedimientos de deliberación colectiva y a través de debates públicos presenciales o electrónicamente, hacia la consecución de políticas concertadas y participadas.

			Todo ello, sin la ficción de la representación partidista, posibilidad que ya tuvo su momento decisivo y su impronta histórica con el desarrollo y consolidación del modelo demoliberal de política de partidos, allá hacia mediados del siglo xix y que perdura (incomprensiblemente) hasta nuestros días.

			La justificación objetiva y validación teórica del sistema clásico liberal de representación política, no tiene hoy en día sustentación alguna. Sí la tuvo en los tiempos pretéritos en los que se hacía preciso recurrir a métodos de simplificación representativa de grandes agregados de intereses en una sociedad de clases, propia de los estados industriales. Siendo los tipos ideales de dichos agregados, los incipientes partidos y facciones políticas (y sindicales), no era posible introducir otros modelos de organización política y de ordenación social; por una parte, debido al escaso desarrollo de la tecnología, que impedía o ralentizaba la interacción dinámica de los sujetos y grupos, así como el trasvase de información; por otra parte, debido a los bajos niveles medios de formación y cultura política de la ciudadanía, que limitaba la capacidad de reflexión y entendimiento de la realidad social, de los procesos políticos, de las estructuras burocráticas y de las instituciones públicas, avocando a la población a exaltarse fácilmente frente a discursos populistas, mostrando sus emociones latentes y sentimientos colectivos ante la algarada retórica de los oradores de la época. Y, finalmente, porque los partidos nacientes, eran no más que facciones de grupos de poder, siempre al servicio de las élites con celosos intereses económicos y ansias de prestigio y grandeza. Ello unido, por supuesto, a la restricción formal de un sufragio censitario que excluía a la mayor parte de la población de la participación política. Lo que nos viene a la memoria, inevitablemente, lo que sucedía en la Grecia clásica, 2500 años atrás, como referente primigenio de la democracia, en donde solo una pequeña parte de la población (los considerados por derecho ciudadanos) podían acceder legítimamente a las asambleas para decidir los actos políticos en nombre de la polis.

			Es por ello que la representatividad política —aquella que se basa, a grandes rasgos, en la intervención de entes intermediarios para la acción pública—, que supone un ejercicio de simplificación de tendencias ideológicas y actitudes, de valores y creencias hacia posturas cosificadas y generalizantes, que dibujan un continuum en la polaridad del juego político, de derecha a izquierda y de izquierda a derecha, era quizá la única vía posible de actuación por parte de los gobiernos basados y legitimados en una democracia reconocida, aun con las limitaciones que hemos expuesto.

			El papel desempeñado por los dirigentes y grupos políticos de la época, en pleno apogeo de la II Revolución Industrial, fue decisivo para configurar el actual panorama político. Pues, a decir verdad y vista la situación de ahora, apenas han variado los elementos integradores del universo de la política de partidos. Parece que se mantienen las mismas estructuras de mando, con las élites visibles como personificación de poder y dirección única; un sistema de organización piramidal sustentado en unas bases leales; unos procedimientos de actuación y decisión jerarquizados territorial y funcionalmente; una estrategia de acción centralizada y focalizada en el expansionismo simbólico de la imagen benefactora y las siglas totémicas, con la connivencia de los medios de comunicación y el lenguaje sesgado, parcial y descontextualizado, así como la tenacidad y obsesión por acaparar los espacios públicos y los ámbitos de la interacción social, con la pretensión final de lograr el control de la realidad y la subyugación de las voluntades. Es el dominio de una totalidad emergente que a todos alcanza, pues lo público (normas, instituciones, comportamientos, rituales, creencias, estructuras sociales, en definitiva) se define y conforma por los que en un momento dado detentan el poder político... El partido o los partidos, o las coaliciones de partidos. Que siempre van a buscar las formas y procedimientos, legales o no, para conservar su identidad y posicionamiento.

			Los individuos de aquella sociedad industrial eran, ingenua y dócilmente, amaestrados por los corpúsculos facciosos que agrupaban intereses de clase y que fueron la forja de los incipientes primeros partidos. Y que luego pasarán a convertirse, casi dos siglos después, en auténticas estructuras de poder (de sus efectos en la sociedad actual hablaremos más tarde). El carisma adulador de los gerifaltes políticos se mostraba a golpe de propaganda mediática —cuestión esta que no ha cambiado; es más, se ha reforzado con los nuevos medios de comunicación digitales— y de discursos públicos, que, lejos de generar un debate abierto y de lanzar mensajes de esperanza hacia una mayor igualdad —sin el fácil alegato a la lucha de clases—, pretendía el adoctrinamiento y el enfrentamiento social. Todo esto se lograba a través de la elocuencia verbalizada y la escenificación emocional, lo que producía gran impacto en la población iletrada; y que, en lugar de transmitir valores morales o ejemplos de cooperación cívica, unión y cohesión social, sentido de servicio público, compromiso ciudadano y ética colectiva, concordia y entendimiento mutuo, en contra se aspiraba por aquellos pseudopartidos a dividir, desmembrar, despedazar, fragmentar brutalmente el cuerpo social, creando polaridad y oposición, antagonismo y contradicción entre grupos, clases e individuos. Con ello se lograba, por una parte, debilitar la fuerza de una sociedad insurgente; por otra, confirmar el triunfo de las ideologías; y, finalmente, provocar la hostilidad, el encaro, la reacción belicosa, la rivalidad, la enemistad, el desafío, el afrontamiento. En definitiva, un combate a ciegas con un enemigo inexistente. Los partidos primigenios promovieron ya entonces la destrucción del contrato social, pues para legitimar su papel en la historia no tenían más remedio que seccionar, escindir, fraccionar, hender... el noble espíritu de convivencia cívica de la sociedad humana. Y hoy esa misma justificación convierte a los partidos políticos modernos en bestias de aniquilación social.

			Los diferentes grupos sociales (sociedad de clases), con sus propios intereses e inquietudes, expectativas y aspiraciones, no veían otra forma de verse representados y alcanzar sus objetivos que por esos incipientes partidos políticos. Mas esto no era sino el principio de un lento proceso histórico de desencanto y frustración, decepción y escarnio, traición y olvido, fraude y embustes, falacias y lo que hoy llamaríamos desafección. Aquellos líderes y oligarquías de poder no podían representar y hacer valer más que sus propios intereses de grupo y trazar el rumbo de lo político con el dictado de normas y leyes, procedimientos e instituciones leales a su conveniencia. No han cambiado las tornas. Seguimos del mismo modo. Pero resulta que el entramado de la política y el juego adusto de poderes se han vuelto si cabe más sutilizados y sofisticados. Además, se han incorporado más sujetos en la contienda electoral, se ha amplificado el espectro de la acción pública con la descentralización y fragmentación de los centros decisorios en unidades político-territoriales menores (Estados complejos). Y, por otra parte, se ha dotado —y es una característica idiosincrásica de los Estados democráticamente ‘avanzados’— a la sociedad de una pléyade de grupos de interés, movimientos ciudadanos, plataformas de derechos, colectividades sectoriales, asociaciones no lucrativas en defensa de minorías, entidades cívicas de acción social, activismo organizado vecinal, etc. Pero, aun así, seguimos en la misma tesitura, en la consideración social y cultural de la clase o casta política como estamento privilegiado21. Y razones no faltan para que eso sea cierto. Como luego veremos.

			En aquel entonces, la población subyugada por el simbolismo del poder y el determinismo de la coerción (legal), sobre todo, en su esfuerzo y dedicación plena por cubrir sus necesidades materiales en una sociedad proletarizada, apenas podía dirimir sobre estas cuestiones relativas a la mayor o menor legitimación de los gobiernos, o si representaban en mejor o peor medida sus intereses (de clase). Era la ‘racionalización’ de un sistema político y cultural —como luego más tarde apuntaría Max Weber—, el estado del orden establecido, en donde cada cual tenía un estatus adscrito. No se cuestionaba la ordenación de la sociedad industrial; es más, se consideraba un logro de la civilización y un estadio más en el progreso de la humanidad. De hecho, el surgimiento de los movimientos obreros, del sindicalismo y los partidos de izquierda, no era más que una parte de un proceso dinámico, agitado y evolutivo en una lucha de fuerzas hacia el liberalismo político y la democracia representativa como modelo prevalente y moderno de acción de gobierno. En definitiva, no había alternativas al modelo único; ni siquiera las ideas de Karl Marx en la consideración del socialismo como ideología antagonista al capitalismo y al liberalismo económico, pues en ambos se impone un gobierno de partidos (o de partido único) que dice representar al pueblo. Por lo que la estructura de poder se mantiene (pueblo-representantes) y el dominio también a través de un poder de mando que actúa o se ampara en una cesión incondicional de la soberanía ciudadana. Pero hoy sí es posible cuestionarse todo el sistema de gobierno de partidos; y se hace realizable el desarrollo de nuevos paradigmas de acción pública, que no sería a su vez posible sin reformular el concepto actual de democracia (representativa) hacia el encuentro de nuevos desafíos en la dimensión insoslayable de la democracia participativa22.

			La idea de la representación política en la contemporaneidad comenzó siendo un instrumento de ‘racionalización’ metodológica de los Gobiernos, para alcanzar una relativa estabilidad en la función de ordenación del conflicto y en la regulación del marco social. Y tenía una doble perspectiva: era la mayoría proclamada en los comicios la que legitimaba la autoridad y la que garantizaba implícitamente, por el consentimiento del sufragio, la inacción de las masas y el sometimiento general al imperio de la coerción legal. Lo que alejaba la amenaza de la revuelta y el levantamiento incívico. Se trataba, simple y llanamente, de la democracia de partidos o representativa, de una técnica que servía para producir cuerpos de voluntades frente a la multitud de personalidades. No cabía la ideación de otros formatos viables y eficientes de participación política que no fuera en esos momentos, la invención de la corporalidad de los partidos como agentes aglutinantes de ideas y voluntades; que en cierta medida venían a ser una imagen o tipo ideal de la estratificación social de la época. Así, los líderes de los diferentes sujetos políticos (partidos), al frente de los mismos, eran considerados, en la simbología del momento, la personificación vívida de los intereses de clase que representaban.

			Pues estos no eran más que individuos de rentas elevadas, de alto estatus y de buen vivir. Por ello, que sus ideas sobre el buen gobierno no podían contener aquello que desconocían de la realidad misma —y la situación no ha cambiado en modo alguno—. Así, esa ‘representatividad’ no lo fue más que de sus intereses de clase, para mantener así su perpetuación a costa de un mundo ignorado pero que reverberaba en un clamor de justicia e igualdad. La apreciación de otros criterios objetivos de valoración de la realidad social circundante era más bien indolente y pesarosa para una élite excelsa que proclamaba su beatitud y superioridad. Lo cual era un síntoma inapelable de la consistencia y solidez de un sistema político que se convertía, indefectiblemente, en una reproducción moderna y arquetípica de los Estados estamentales y de las castas privilegiadas. Ello traía consigo una actitud indiferente y refractaria frente a las masas convulsas en busca de su libertad y ubicuidad histórica. La representación política no era más que una ficción estructurada en el acervo común por medio del simbolismo del momento. Patria, honores, bandera, deber, orden, obediencia, sacrificio, raíces, familia, trabajo, nación, pueblo y otros panfilismos por el estilo, para ensalzar los ánimos y someter las voluntades. Lo que en su momento logró la religión. Era ahora el tiempo de otras bondades y encíclicas para el mismo fin de siempre: la servidumbre.

			Y las desigualdades, por eso mismo, persisten, porque las élites de la política lo son de la sociedad misma. Se produce una tendencia endogámica elitista en el ámbito de la política; es por ello que jamás podremos llegar a una verdadera democracia participativa. No mientras nos encontremos con las viejas estructuras de organización impenetrable y de rígido funcionamiento de los partidos ortodoxos frente a una sociedad cada vez más crítica, activa y pujante que requiere de otras dinámicas de interacción con los poderes públicos, no ya solamente el sufragio como sometimiento al sistema político y cauce de legitimación de las fuerzas gobernantes, sino mecanismos más flexibles y abiertos de compenetración, corresponsabilidad y concertación cívica y sectorial que den lugar, además, a un permanente proceso de legitimación de las políticas.

			Hoy día asistimos a la decadencia del viejo modelo de democracia demoliberal precisamente porque las sociedades donde pretende mantener su hegemonía se han transformado de manera sustancial con respecto al periodo histórico en el que apareció como paradigma de sustentación al constitucionalismo y a los regímenes parlamentarios. Ahora surge un nuevo periodo en la historia del orden sociopolítico en los Estados nación, en donde los viejos paradigmas de gobernabilidad deben ser sustituidos por nuevos enfoques de organización política y regulación social.

			Las estructuras vigentes de ordenación político-administrativa y de gestión pública devienen, por anacronismo e inoperancia, en una disfunción sistémica que hace colapsar o ralentizar los procesos de toma de decisiones gubernamentales y la ejecución de las políticas públicas. Se sigue partiendo de los presupuestos teóricos surgidos de las revoluciones liberales decimonónicas y de las tipologías e instituciones derivadas, dígase al respecto: gobierno de partidos, sufragio universal, alternancia de poder (temporalidad del mandato), oligarquías, clase o casta política, gobierno de la mayoría, elecciones periódicas, cesión incondicional de la soberanía, idea de representación frente a la de mandato delegado, falta de responsabilidad de toda acción política, potestad exclusiva y excluyente de gobierno, uso y disposición discrecional de los bienes y recursos públicos, burocratización de la actividad pública, jerarquía de poder y autoridad pública y la unidimensionalidad de los fenómenos políticos al centrarse en el autonomismo de los partidos y la arrogancia de sus líderes, entre otros. Lo que no se adapta de ningún modo a la nueva sociedad de hoy. Cuando de lo que estamos hablando, como aspiración de cada individuo social, es de más conocimiento, de más información, de más interacción, de más implicación y, sobre todo, de más participación; lo que completa un modelo evolucionado de estatus social.

			Estado de situación

			Hoy nos encontramos ante una situación verdaderamente excepcional; cualquier posibilidad de reforma o intento de discrepancia se convierte, de manera inmediata, en una manifestación acusada y desafiante frente al orden establecido o establishment. El poderoso influjo de los medios de comunicación de masas sobre la conciencia colectiva, convenientemente condicionados de manera tendenciosa por las fuerzas políticas y económicas o los grandes grupos de influencia mediática, social y cultural, impide enormemente el desarrollo de un movimiento alternativo de renovación (de las estructuras de poder). La libertad de expresión, otro término acuñado durante el periodo del constitucionalismo clásico y principio básico de convivencia social en todo Estado avanzado, no es más que la extensión de la falacia nominalista de los presupuestos centrales de organización sociopolítica. Pues se trata, como veremos, esa ‘libertad de expresión’ de una absoluta entelequia de propósito. Ya no tanto por los contenidos de la libre expresión, sino por el acceso verdaderamente libre a los medios de difusión públicos por parte de los individuos y grupos.

			Hoy ya no hay censura sistémica; mas el efecto pretendido se consigue fácilmente por medio de la impermeabilidad de los medios de información a otras corrientes de pensamiento divergentes y la ocultación deliberada de cierto conocimiento relevante, que bien pudiera resultar útil para legitimar la efervescencia de una sociedad indignada y sometida; de ese modo, se consigue a la vez la erradicación quirúrgica del pluralismo discursivo, generador de expresividad cívica23.

			Existe un gran condicionamiento heterónomo en el proceso de comunicación de masas, como resultado del dominio viral de un poder omnímodo, instaurado y consolidado en el tiempo. Este poder no es otro que el que sostiene imperturbable el statu quo, es decir, la conjunción de fuerzas económicas, financieras y de mercado que, en alianza con los grandes grupos políticos y otros ententes de notoria influencia que conforman la estructura de funcionamiento de la organización social, generan un lenguaje simbólico que conduce a la servidumbre de las comunidades humanas; todo ello por medio de la injerencia programada y sutilizada en el ámbito de la cultura y del conocimiento social.

			Ahora la dificultad de interpretación no reside solamente en el contenido del mensaje, sino en la recepción del mismo. Se trata el proceso comunicativo de una depuración del lenguaje hacia un funcionalismo instrumental que promueve no el conocimiento en sí, sino la pulsión de la conducta objetivada hacia la mansedumbre como finalidad última del sistema de mando. El poder hoy día es totalizador y (paradójicamente) descentralizado, en una apariencia de segmentación multinivel y democrática; mas no lo es bajo los presupuestos de la fuerza legítima y la represión social, como lo era antaño, sino que, contrariamente, se institucionaliza por el lenguaje, que resulta embaucador, sugerente y alienador, pero que además penetra intencionadamente ya en las aulas de los párvulos para conseguir su adoctrinamiento temprano y alcanzar su objetivo de encadenar las voluntades con el silencio de sus almas.

			El poder no es conocido ni está representado en los iconos de la modernidad, ni puede medirse ni evaluarse, no puede aprehenderse, ni está determinado en el presente. El poder ya no viene de frente, pues está en todas partes, acechando... Cada uno de nuestros actos, en lo cotidiano, está impregnado de ese conductismo programático que promueve y dirige la cultura oficialista, mero instrumento del pensamiento hegemónico, que desde el colegio hasta la senectud no solo constriñe los roles y actitudes personales, hacia una individualidad que ha de cumplir estrictamente con su sustantividad en el entramado de una estructura social uniforme, sino, quizá lo más perverso, nos cree insignificantes ante la demencia del mundo.

			En los primeros momentos durante los cuales la representación política (democracia de partidos o facciones) pudo llegar a tener virtualidad, la situación era muy distinta a la de ahora, pues las posibilidades de mejorar o depurar los modelos de democracia eran lejanas, así como la capacidad individual y colectiva de expresarse libre y espontáneamente o de influir en los procesos políticos; toda vez que debía inicialmente consolidarse el nuevo sistema liberal de gobernabilidad: una democracia aún naciente, con las constricciones de la época (sufragio censitario masculino). Además de otras circunstancias históricas, sociales y tecnológicas que ya hemos referido anteriormente, como era la eclosión circunstancial de movimientos revolucionarios de ruptura, la carestía de vida y la penuria, el analfabetismo general, la censura informativa, la lucha de clases, el control de la prensa, formas primarias de comunicación pública (con presencia física de la audiencia) y la ausencia de una cultura participativa de acción social y de movilización cívica, entre otras.

			Posteriormente, con el paso de las décadas, la sociedad industrial fue haciéndose cada vez más compleja y heterogénea. Y, en consecuencia, fueron surgiendo nuevos grupos sociales y cuerpos colectivos de intereses, cuya existencia y actividad era preciso proteger, regular y tutelar. La generación de un asociacionismo sin precedentes contribuyó, en cierta medida, a fortalecer un capital social que se convertiría entonces, en el seno de las sociedades modernas, en un poder fáctico legitimado para condicionar o, al menos, incidir en la configuración de las políticas públicas y en las expectativas de actuación de los Gobiernos de turno; y, en cierta medida, serviría como parte coadyuvante frente a los poderes públicos en aras de conseguir mejores condiciones de vida.

			Pero, aun cuando en las sociedades modernas se estaban llevando a cabo grandes cambios en cuanto a estructura y organización (mayores derechos, mejor calidad de vida, sociedad del bienestar, movilidad e igualdad, individualismo y autonomía, libertades públicas y autocomplacencia, asociacionismo y participación), en la cultura y costumbres (mejor formación e instrucción, alfabetización generalizada, pluralismo informativo, activismo social, movilización ciudadana, pensamiento crítico, conciencia colectiva), en la ciencia, la tecnología y la innovación (sistemas de comunicación avanzados, interacción simultánea, globalización, cooperación convergente, conectividad virtual, gestión del conocimiento), se mantuvieron inexplicablemente las mismas estructuras y presupuestos teóricos del poder político engendrado de la tradición del liberalismo clásico. Esto supuso una anomalía histórica, o un desajuste en la evolución de las organizaciones humanas, como luego veremos. Situación esta que está provocando en la actualidad serios conflictos de interpretación dentro del dominio de la coyuntura política de los Estados, que supone en sí una indefinición del panorama actual de los sistemas políticos. Donde los más sesudos maestros del debate político actual se siguen empecinando en utilizar las mismas categorías o esquemas conceptuales de hace casi doscientos años para intentar interpretar y definir la candente realidad política de nuestros días. Este error de base conlleva, indefectiblemente, a ignorar otras perspectivas del espectro político que bien podrían significar la articulación de novedosos modelos de gobernabilidad adaptados a la emergente sociedad que se dimensiona en la conexión global.

			Precisamente, lo que se aleja (o más bien se ignora) del análisis de la controversia secular que surge del repetitivo y estéril debate que se nutre de la ahistórica polarización partidista no es ni más ni menos que esa sociedad palpitante y convulsa. No puede centrarse la retórica de los fenómenos políticos solamente en lo político, al menos no del todo; sino, fundamentalmente, en la realidad social. Es por ello que todo intento de resolver las crisis humanas pasa antes por el enfoque social y antropológico de las comunidades organizadas, con el análisis de contingencia del mundo de la vida, antes que por los devaneos y dislates sobre asuntos de un limbo irresoluble.

			Ahora nos hallamos en una sociedad cada vez más fraccionada (que no desligada) y cuando hago esta aseveración me estoy refiriendo a una obviedad elemental. Son los grupos humanos los que definen el conglomerado de lo societal y que, como unidades que aglutinan intereses compartidos, se integran naturalmente en el entramado de las comunidades políticas, formando parte de su estructura. Pero tienen otra particularidad y es que son capaces de autorregularse como un organismo social que se adapta al sistema omniabarcante de pertenencia. Por todo ello, hemos de comprender, inequívocamente, la sociedad como globalidad en la pluralidad y no como algo impersonal o una idealización de la convivencia humana, sino como un conjunto de grupos en unión y conflicto permanente. Y es precisamente esta mención el núcleo principal de la nueva visión de lo político. Comprender que la política del mundo de la vida empieza quizá por empoderar a los grupos humanos para su incipiente intervención en los procesos de decisión política y de acción pública. Ahora y antes de que sea demasiado tarde, hemos de descartar el añejo discurso de la vieja política, que durante dos siglos ha expuesto al mundo un enfoque perverso de la organización social y del juego político, cuya pretensión última era separar, confinar, discriminar, diferenciar, dividir, segregar y descoyuntar el cuerpo social único en facciones, partidos o ideologías. Todo un montaje basado en la falsedad de entender la sociedad diseccionada, todo ello para contentar y complacer los intereses de las élites.

			En verdad que el sentido general de la acción pública (servicios públicos y regulación de los conflictos, bienestar y seguridad, principalmente) ha de encaminarse con determinación en contemplar los hechos sociales como variable esencial que ha de guiar la razón política hacia el buen gobierno. Los poderes públicos han de reorientar el objeto de análisis político para el diseño de óptimas políticas públicas hacia los fenómenos sociales, como evidencia contingente de la realidad misma, y no perderse en disquisiciones de liderazgo, personalismos de partido, estrategia, posicionamiento y contenidos programáticos. El fin último de toda organización política para conseguir la pacificación y la estabilidad de toda comunidad social es construir un modelo ideal de gobernabilidad basado, fundamentalmente, en la información obtenida de los procesos sociales y de la objetivación del conflicto, así como del contenido sustancial de la interacción grupal que, a modo de variable contingente, ha de condicionar necesariamente el trazado de toda acción de gobierno.

			La principal tarea de los partidos políticos, como organizaciones que dirigen en exclusiva la acción de gobierno en los diferentes espacios territoriales de su legítima competencia, no ha de ser otra que la de evaluar, analizar, interpretar, comprender, apreciar y observar el fenómeno de lo social en cada ámbito de actuación y en su entorno de influencia, para de ese modo determinar las políticas idóneas en cada momento y atender la contingencia, que es impredecible. Para tal fin la política ha de convertirse en una ciencia de lo social, que ha de escrutar el devenir de la palpitación humana. Así, los que gobiernan se han de proveer del conocimiento objetivado de los hechos sociales, que sedimenta en la evolución histórica de las comunidades humanas; y solo así podrán establecerse las matrices primigenias de la potencia cognoscitiva que impulsa la voluntad política y la postrera acción de gobierno.

			Hoy día asistimos a la demencia de un orden democrático que se ha estancado en el enaltecimiento de las formas (rivalidad de liderazgos, personalismos internos, fetichismo de lo político, reificación de unas siglas, control de medios, imagen pública, propagandismo de partido, sondeos sesgados, posicionamiento de marca, etc.) y que ha servido para colmar el discurso arquetípico de la contienda política, habiendo dejado de lado el mundo de la vida cotidiana24. Solamente parece interesar lo social a las formaciones políticas para cuando se pretende la obtención de oportunos resultados estadísticos de intención de voto en los comicios, o para conseguir la adhesión ciudadana a las propuestas de programa en las campañas electorales, o hacer que participe en su confección. El resto del tiempo la práctica política no es otra cosa que un ejercicio autocrático y autonomista de autoridad, haciendo valer el viejo principio de soberanía delegada como único motivo legítimo para actuar con discrecionalidad absoluta y pleno exclusivismo en la dirección, gestión y ordenación de la función de gobierno.

			Lo he venido diciendo durante mucho tiempo y no me cansaré de recordarlo: los partidos tradicionales siguen manteniendo sus estructuras de funcionamiento, su organización interna y los métodos de maniobrabilidad en la escena política, del mismo modo como venían haciéndolo ya desde el siglo xix. No han logrado o, más bien, no han considerado transformarse en dinámicas organizaciones de representación política que han de adaptarse forzosamente a los tiempos de la posmodernidad y a las exigencias de la emergente sociedad infotecnológica. El resto de los actores corporativos, agentes sociales y cuerpo cívico que conforman el enérgico resorte de la pulsión social han ido evolucionando en un permanente proceso de adaptación a las exigencias situacionales externas, haciendo que el sistema social no se desmoronase por inadecuación o descompensación de sus elementos25. Contrariamente a ello, los sistemas de organización política, que se sustentan básicamente en la intervención totalizadora de los partidos políticos, no se han adaptado a una sociedad evolucionada cultural y tecnológicamente.

			El efecto de todo ello, además de la desafección y hastío de la ciudadanía frente a una imagen desfasada y anquilosada de la figura del político y de las arcaicas estructuras de los partidos, que provoca mayores índices de abstención o un sumatorio diabólico de votos de castigo hacia opciones populistas o extremas, por la indignación generalizada ante los desafueros y corruptelas de los cargos públicos en todos los estamentos de la organización político territorial del estado, puede suponer una impredecible ruptura democrática, precisamente por la inadaptación de los sistemas de gobierno a la coyuntura histórica del momento.

			Y antes de que por la fuerza de los hechos se produzca la desestabilización de la sociedad e irrumpan movimientos que conciten a la rebelión civil, se precisa la adopción de medidas que precisamente traten de incorporar mecanismos de adaptación a los nuevos tiempos en el seno de los órganos de gobierno y en las formaciones políticas, que sean operativos y eficaces para contener un más que probable derrumbe de nuestro modelo de convivencia.

			El modelo de gobierno abierto

			Así, para los gobiernos se han de arbitrar instrumentos que supongan permeabilizar las densas estructuras de los órganos de decisión política, para permitir la participación ciudadana en la cogestión de la acción pública, potenciando y coadyuvando a la generación de políticas de concertación cívica y sectorial. Ello a través de la colaboración, la cooperación y el entendimiento entre todos los actores de las comunidades políticas, desde los poderes públicos, la sociedad civil, los sectores socioeconómicos y la ciudadanía activa, así como los técnicos y expertos. Lo que en la doctrina de la ciencia política viene a denominarse el gobierno abierto. Método de instrumentación de la función de gobernanza basado en la intervención múltiple y colaborativa de los sujetos cívicos integrantes, tanto individuales como colectivos y de las unidades político-administrativas, en aras del gobierno óptimo. Es potencialmente un estadio evolucionado del concepto moderno de democracia; más participativa, inclusiva y dinámica que todo lo conocido hasta ahora 26.

			Y para los partidos políticos, se han de implementar fórmulas eficientes de interacción y comunicación con la ciudadanía, haciendo valer las propuestas de acción pública dimanantes de una sociedad que reclama mejores condiciones de vida, ampliación de servicios y bienes públicos, calidad ambiental en todos los órdenes y estabilidad existencial. Para ello, se han de dotar los partidos de flexibles mecanismos de relación y acercamiento al cuerpo social, evaluar las problemáticas de la contingencia vivencial y recibir las recomendaciones y proposiciones de todos los sectores y grupos sociales. Esto no es sino que un ejercicio de democracia participante, que se retroalimenta de las sinergias y aportaciones de las experiencias, conocimientos, inteligencias y aspiraciones de la sociedad en su conjunto como unidad de convivencia. Y, por otro lado, los partidos políticos, para su reconocimiento y validación por una ciudadanía crítica y a su vez dispar en criterio, han de fomentar un liderazgo personal acorde con los tiempos, entregado a una causa común, emocional a la vez que racional, de atractivo impacto y de imagen moderna y sugerente, que emplee más el lenguaje de gestos que de palabras envolventes, de rostro jovial y entusiasta, de vivacidad contagiosa y que transmita esperanza, que cuente historias de lo cotidiano antes que parafrasear apotegmas difusos y evanescentes, una oratoria de lo más coloquial y anecdotario de vivencias cercanas. Con el sentimiento en la mano y en la creencia de estar en lo cierto, con una visión objetiva de los fenómenos humanos.

			Quizá, en el entusiasmo del momento y por un impulso de relevancia, nos hayamos adelantado a cuestiones sustantivas que habrán de tratarse posiblemente más adelante. Pero prefiero ir esbozando el camino de lo que vendrá, para suspense del lector y abusando conscientemente de su impaciencia. Lo que al final estimo que será provechoso y nada decepcionante.

			La sociedad de grupos

			Así pues, continuando con nuestros argumentos, podemos decir que nos encontramos con el surgimiento de una nueva conciencia colectiva. Cada grupo humano (formal o informal —la tipicidad ahora es lo de menos—), desde la simple agrupación vecinal hasta los grandes movimientos ciudadanos, es capaz por sí mismo, en su facultad de autorregulación endógena, de decidir y priorizar los cursos de acción que más convengan para el cumplimiento de sus fines, así como intervenir en los procesos de adaptación social para su supervivencia. Por todo ello, hemos de comprender la sociedad como globalidad en la pluralidad, no como algo impersonal o una idealización de la convivencia humana, sino como un conjunto de grupos en unión y conflicto permanente.

			Esto mismo es lo que hay que entender en la sociedad posmaterialista: la nueva conciencia grupal. Cada grupo humano está habilitado (de ahí la naturaleza y sentido finalístico de su creación) para decidir convenientemente todo aquello que de alguna manera pueda incidir en sus propios intereses, con capacidad de autogobierno; lo que implica facultad de deliberación, decisión, determinación y ejecución para el cumplimiento de sus fines. Hoy día ya no es lícito ni legítimo y es una cuestión de ética política, tener que mantener un esquema de gobierno, básicamente representativo, por medio de los partidos políticos, negando la participación directa de los diferentes grupos de interés que configuran la sociedad corpuscular, que no es sino una manifestación del agrupamiento colectivo en defensa y tutela de derechos, necesidades e intereses comunes.

			Este es el nuevo criterio de ordenación social que se impone por la fuerza de la evolución natural de las sociedades contemporáneas; es la creación (y asentamiento) de una nueva conciencia colectiva27, fenómeno este en absoluto reciente en las democracias occidentales, sino con arraigo ya desde los antiguos gremios y comunidades medievales en Europa. Pero que actualmente, con las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación, la globalización cultural y el índice general de instrucción social, podría dar lugar a un nuevo paradigma en las estructuras de poder que permitiera una mayor participación política de los cuerpos sociales.

			Ello nos permite apreciar la convivencia humana desde otra perspectiva de organización social más evolucionada y otra forma de comprender las relaciones entre los grupos, los ciudadanos y las instituciones. El grupo pertenece a la sociedad y el individuo al grupo28. El grupo supone la integración de la persona en la sociedad y el grupo legitima al individuo para poder decidir por sí mismo, en su seno, lo más conveniente, tutelando los intereses del grupo y, por ende, los suyos propios. Todo interés colectivo o de grupo puede conllevar la realización de una función social y es precisamente esta la que prevalece por encima de las pretensiones particulares y la que habilita al grupo para tomar parte activa en la acción de gobierno29.

			Cada individuo pertenece, formal o informalmente, lo quiera o no, consciente o inconscientemente, por derecho propio y por una mera necesidad de adaptación al entorno social, a diferentes grupos y mantiene relaciones continuas y se comunica de forma permanente con otros individuos, entrando en contacto con otros grupos, cada cual con sus propios caracteres de identidad e intereses comunes. Por eso, cada individuo está legitimado en el seno de cada grupo para poder decidir lo más conveniente a sus necesidades, varias veces, según las circunstancias personales y hacia objetivos comunes, sin limitación posible; pues el individuo social defiende varios tipos de intereses según el contexto y el estado de su rol en cada momento, de los cuales depende su existencia humana y que, es sin duda, un proceso permanente de adaptación social.

			Hoy podemos decir, más que en ningún momento de la historia, que el individuo humano es un ser social pleno. Su propia identidad distintiva y su ubicuidad social no lo es tanto por ser hombre o mujer en sí mismo/a, sino por su pertenencia a la sociedad civil agrupada. El individuo actual es un ser social fuertemente condicionado y lo es intensamente por su arraigada e inherente pertenencia a los diferentes grupos con los cuales se identifica: al principio, con la familia (el primer estadio de socialización), los amigos de la infancia, los compañeros de escuela, el entorno de la educación secundaria, en su caso; el grupo de trabajo, el club deportivo, el barrio, la iglesia o congregación a la que pertenece, a la sociedad cultural o agrupación política, etc. Son las inquietudes compartidas, los anhelos, los mismos temores de otros individuos afines, las expectativas, las mismas pasiones... El individuo, como sujeto social, no es hombre o mujer, sino es hombre o mujer en los demás. Su individualidad lo es en el agrupamiento.

			Todo esto apenas tenía incidencia en la sociedad industrial decimonónica y aun posteriormente ya bien entrado el siglo xx, por tratarse de una segmentación de clases de perfiles definidos. Así, nos encontramos con una sociedad que soportó un proceso de homogeneización social, condicionando las conductas humanas, determinando las relaciones de producción y organización social en un modelo clasista rígido de estructura societal que definía visiblemente una segmentación de la población y que sustentaba a su vez el dimensionamiento sociológico de la etapa industrial. Las ideologías políticas de entonces propugnaron un cierto convencionalismo social al cual se adhería cada comportamiento individual. Mas, por otra parte y en contrapartida, aparecieron los movimientos revolucionarios enfrentándose a esas tendencias conservadoras.

			Era la lucha de lo ‘oficial’ y prescriptivo frente a lo proscrito y reformador; pero, sobre todo, puede decirse que fue por la carencia de los medios técnicos adecuados para permitir una comunicación de masas interactiva, la falta de acceso a la información pública, así como por las restricciones legales y opacidad institucional sobre movimientos pluralistas emergentes, lo que motivó, entre otras cosas, la ausencia de información suficiente y de conocimiento colectivo sobre la inmanencia y notoriedad de esos grupos advenedizos, que pugnaban por ocupar el espacio público (como algunas sociedades culturales, lúdicas, científicas, deportivas, empresariales, profesionales, movimientos vecinales y de reivindicación ciudadana, etc.). Promoviéndose el carácter ‘legítimo’ o convencional de la estructura sociopolítica y económica prevalente, para conformar una ‘realidad’ aparente. Todo ello a través de los mecanismos de poder al uso: leyes represoras, censura editorial, control de los medios de comunicación, polaridad ideológica y estructural (partidos liberales/conservador frente a partidos de izquierda/socialismo, sindicatos frente a patronales y grupos empresariales, privilegiados frente a no privilegiados...). Cada individuo o grupo (en los estamentos sociales inferiores) era incapaz por sí mismo de pretender encontrar otras fuentes de información fiables sobre la coyuntura política, social y económica y el estado de situación general en la contingencia histórica coetánea; y menos llegar a comprender suficientemente su contenido, valorar el resultado de esa información y generarse una opinión crítica al respecto. Sobre todo, cuando había una falta de instrucción generalizada y las necesidades básicas más inmanentes no podían ser satisfechas en la mayor parte de las veces. Los derechos sociales y civiles estaban aún en periodo de formación y los derechos políticos se basaban exclusivamente en el derecho al voto, no existiendo aún todavía una identidad distintiva para constituirse en actores políticos de dinamización social30.

			Cada individuo, cada grupo en la sociedad industrial, estaba completamente condicionado en su evolución vital por la estructura económica primero (sociedad de clases) y el sistema político después (democracia restringida y representativa —de élites—). Mas, como ambos sistemas de organización social permanecieron unidos y en simbiosis metabólica a favor primordialmente de los intereses económicos de los ententes comerciales de la sociedad capitalista y de los Estados nacionales en plena competencia geopolítica, el condicionamiento existencial fue mayor si cabe por el potencial alienador de ambos. Salir de esa situación en ese periodo histórico era en verdad improbable. Pues el sometimiento de cada individuo y de cada grupo al orden social era total e implacable. La segmentación por categorías en el proceso productivo de la sociedad industrial dejaba poco margen para la autonomía individual y menos para la libertad de maniobra. Si no había tiempo para el ocio, menos aún para la crítica abierta, la protesta y el enfrentamiento. Los sujetos humanos solo poseían la fuerza de su trabajo para lograr sobrevivir y en ello les iba su dedicación total. Cualquier forma de participación política legítima era inconcebible. Las revueltas y los alborotos —que quizá eran la única forma de manifestarse— por alcanzar mejoras sociales se purgaban con la cárcel, el castigo o la muerte.

			Por eso, la forma de representación política por partidos de élites y la democracia restringida (sufragio censitario) se entendió como la forma idónea y técnicamente viable de pretender regular y organizar la sociedad. Siendo las élites o grupos dominantes, que eran además quienes concentraban el poder económico y el conocimiento técnico, quienes establecían el ordenamiento social y su control.

			Habría que dejar para otro momento de la historia y en un futuro incierto, otras formas alternativas de ejercicio del poder político, en donde los grupos sociales y el resto de los colectivos que conforman el entramado de las comunidades políticas obtuvieran no solo plena conciencia de sí, sino el acceso masivo a todas las fuentes de información de carácter público. Así como, desde el punto de vista procedimental, la gestión independiente del conocimiento (lo que queremos saber y para qué propósito), la instrucción y formación académica generalizada y las herramientas tecnológicas de comunicación, almacenamiento y procesamiento de los datos, documentos, registros, archivos y material audiovisual que se haya generado por las instituciones de gobierno. Todo ello daría paso a lo que podríamos llamar el poder disgregado, del que otros han hablado ya, el cual no se capitaliza ya en las élites, sino en la sociedad civil, que se convierte en escrutadora de los productos de la acción pública (normas jurídicas, procedimientos administrativos, proyectos de obras y servicios públicos, políticas económicas y sociales de los Gobiernos, política fiscal, reformas laborales, etc.). Sociedad civil que, al fragmentarse en grupos heterogéneos, actúa propiamente como actores políticos colectivos cuando se manifiestan en una dinámica cívica y creativa de expresión social31.

			El momento no era el apropiado entonces por lo que ya hemos visto. Los miembros de la sociedad industrial no poseían todavía esa conciencia identitaria de pertenencia a un grupo de interés, o a varios a la vez, de una manera efectiva, convincente y cierta, consustancial a un espíritu de pertenencia que se refleja en un sistema organizado de movilización cívica y dinámica activista permanente y pacífica, sino que existía un difuso sentimiento de reconocimiento de clase y su integración en una sociedad convenientemente estratificada. La idea de grupo como entidad singular, autónoma y racional, como sujeto pleno de derecho y unidad colectiva de intereses, no era concebida entonces. Cada individuo se encontraba integrado en la gran comunidad, en la difusa masa social; y, como mucho, perteneciente a una clase económica, como miembro ‘activo’ en el sistema capitalista de producción (aportando la fuerza de trabajo como productor o como consumidor de bienes y servicios).

			La idea de vincularse como integrante de otros grupos de interés no parecía tener comprensión para el entendimiento general de la época. La gran masa humana constituía el conjunto de la sociedad, a excepción de las élites, que se erigían en los gerentes de la organización social. Mas cada individuo no pertenecía sino que a esa masa informe en el modelo de estratificación social vigente; por eso, los intereses de unos y otros parecían ser los mismos (para la gran mayoría de la población era acceder a mejores condiciones de vida). Por eso entonces precisamente, debido a la homogeneización de intereses y por el gran número de individuos, los mecanismos de representación política se configuraron de la misma forma como hoy los conocemos: un representante por un porcentaje de población según su distribución por distritos. La sociedad, por lo tanto, era considerada como un todo unívoco, de no difícil representación formal, representación no por grupos, sino por distritos de población (así no hay distinciones de intereses ni de necesidades). De esa forma, entonces, se producía la exclusión deliberada de los grupos de interés no solo en los procesos de representación política, sino directamente en la toma de decisiones en los asuntos públicos. Se llegaba a su eliminación de la escena política, no solo por una falta de voluntad de los gestores políticos de turno, sino por la carencia de los medios tecnológicos que permitieran una democracia diferenciada (que atendiera al pluralismo social) y también porque la cultura del asociacionismo no estaba desarrollada. Se trataba de ocultar una realidad: la diversificación creciente de la sociedad misma, el relativismo de los hechos humanos, la divergencia en la convivencia; negar en definitiva la propia identidad de los grupos y colectivos, focos de interés social e impulsores de mecanismos de presión política hacia la pacificación social.

			Al respecto de lo anterior y para matizar la idea del agrupacionismo decimonónico embrionario, es cierto que se desarrollaron incipientes grupos con protagonismo social, pero eran escasos, poco organizados en su mayoría y algunos de ellos de constitución informal frente a las eventualidades sociales del momento. Así que adolecían de escasa influencia mediática y eran de representación extensiva; es decir, su ámbito de aglutinación grupal se extendía a un gran número de ciudadanos y sobre intereses homogéneos (precisamente por la estructura de sociedad de clases y la cosificación). Como ejemplo de ello podemos citar, entre otros, a los sindicatos (o los pocos que hubo ciertamente operativos, incluso en la clandestinidad, durante la Segunda Revolución Industrial), las parroquias, movimientos y corrientes culturales, clubes científicos y de divulgación, grupos de oposición de toda índole, agrupaciones sectoriales y pocos más. Todos ellos eran acallados en caso de mostrar beligerancia por un poder político-económico represivo/coercitivo, que además de estar claramente identificado (las élites económicas y los Gobiernos afines), su capacidad de dominio y control se ejercía material y visiblemente de un modo directo y efectivo, tanto en el lenguaje clasista y en la intervención sobre los medios públicos y privados de información como por un ordenamiento jurídico restrictivo de libertades y en el uso de la violencia legítima. Entre otras cosas, también, el hecho de no observar una evolución e impulso del fenómeno del asociacionismo y su papel como modelo de democracia participativa obedecía a un motivo de fuerza mayor: era, fundamentalmente, por la situación económica general de las familias y de los individuos del siglo xix, que no permitía demasiada contienda y combatividad activa, ni intelectual ni física; siendo la mayor preocupación entonces la provisión de alimentos, el empleo de la fuerza del trabajo a cambio de un salario, cierta seguridad material y existencial y alcanzar a través del esfuerzo personal y colectivo un nivel de vida aceptable. De hecho, en la actualidad, esta situación se viene manteniendo para la mayor parte de la población, además de que, como después veremos, se conservan las mismas estructuras de poder, los mismos procesos de dominación y el mismo grupo de élites que dirigen la economía mundial.

			El fenómeno agrupacionista estaba en su estado auroral. Los grupos, como ya hemos dicho, apenas estaban organizados, contaban con escasa infraestructura y el potencial de convocatoria, adhesión y participación era reducido por la situación económica y las circunstancias personales, familiares y materiales, así como por la falta de disponibilidad de tiempo y recursos. Todo ello hacía reducir el impulso aglutinador de los grupos en la medida que en la población, prácticamente en su gran mayoría, prevalecía la lucha cotidiana por la supervivencia. Además, los escasos procesos agrupacionistas fueron, la mayor parte de las veces, meramente simbólicos, de actuaciones aisladas y marginales, puntuales y de mínima repercusión política.

			Precisamente, debido al estado incipiente del fenómeno agrupacionista decimonónico y por las consideraciones indicadas, el poder político actuante no encontraba apenas resistencia para doblegar los conatos de rebelión, protesta y confrontación civil, dejando relegados a meras comparsas los pocos focos de presión social; pudiendo ver eliminados sin mayores esfuerzos a aquellos que lejanamente pudieran amenazar el estado de las cosas. De hecho y aun cuando las revueltas ‘liberales’ y la incidencia del socialismo en los nuevos movimientos populares eran motivo de continuo conflicto en los estados industriales; en el fondo, las estructuras de poder y su gestión, el diseño y la ejecución de las políticas, seguían siendo monopolio de las élites, con lo que se mantuvo la desigualdad social y la exclusividad en la acción de gobierno por las élites dominantes. Ahora la situación se mantiene igual. Simplemente se ha reelaborado el lenguaje y las formas, así como se ha vuelto más sofisticada la simbología del poder.

			La consideración de la sociedad como masa compacta e indiferenciada, impersonal y homogénea, categorizada en clases simples, constituyó en aquel entonces la forma de organización humana más eficiente en aras de articular un Gobierno unidimensional. Mas, en cierto modo, puede de alguna manera justificarse esta situación, pues históricamente no era viable por la inadecuación de los medios técnico-operativos disponibles y por la voluntad constreñida de la población, el desarrollo de una democracia participativa en la divergencia. El estado de la técnica, como ya vimos más atrás y una falta de cultura vindicativa y pacífica, que se instrumentalizara a través de grupos y colectivos bien organizados y activos, no permitía la implantación de mecanismos apropiados para acceder a una participación cívica institucionalizada hacia la construcción de un Gobierno abierto y de concertación frente a los agentes políticos y el Estado.
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